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Honorable Juez 
ALEJANDRO DIMATÉ CAMPOS 
Juez sesenta y uno -61- civil municipal de oralidad de Bogotá  
JUZGADO CUARENTA Y TRES -43- DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA 
MÚLTIPLE – TRANSITORIAMENTE 
Edificio Hernando Morales Molina Piso 14 – cmpl61bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
E. S. D. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Con el respeto acostumbrado y en atención al auto del pasado 18 de octubre que mediante 
numeral segundo (2º) requirió (…) al accionante para que aporte el certificado de existencia y 
representación del accionado a fin de individualizar a la persona encargada de cumplir el fallo 
de tutela. 
 

ACLARO 
 
Que de conformidad con lo consignado en el Certificado nº 1245998100999629 generado 
electrónicamente por la Superintendencia Financiera de Colombia el 24 de octubre de 2019, 
la representación legal de LIBERTY SEGUROS DE VIDA S.A. es múltiple y está a cargo, para 
todos los efectos legales, del presidente y sus suplentes, ocupando el primer renglón de la 
misma, esto es la posición de presidente y representante legal, el señor LUIZ FRANCISCO 
MINARELLI CAMPOS identificado con la CE nº 627924. Para el efecto:  
 

APORTO 
 

a) Certificado con PIN nº 1245998100999629 del 24 de octubre de 2019 y generado 
electrónicamente por la Superintendencia Financiera de Colombia.  

b) Certificado de Existencia y Representación Legal de LIBERTY SEGUROS DE VIDA S.A. 
del 16 de agosto de 2019 y generado electrónicamente por la Cámara de Comercio de 
Bogotá.  

 

Referencia :        TUTELA Nº 2019-1530 
Accionante : LEONOR MORALES PANQUEBA 
Accionado : LIBERTY SEGUROS DE VIDA S.A. 
   

Asunto : INCIDENTE DE DESACATO – ATIENDE 
UN REQUERIMIENTO CON TRES (3) 
ANEXOS 
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INFORMO 
 
Que mediante escrito que se adjunta y del que se surtió notificación por conducta concluyente 
el pasado 16 de octubre de 2019 a través de reclamo radicado ante la accionada, LIBERTY 
entregó afirmaciones elusivas al mismo tiempo que, pretendiendo atenderlas, evadió las 
solicitudes que se le realizaran mediante la petición amparada por el fallo de tutela de 
septiembre 27 de 2019. 
 
Adicionalmente, LIBERTY no ha permitido el acceso a todos los documentos que obren en el 
expediente o expedientes que, directa o indirectamente contengan información de LA PÓLIZA 
según lo solicitado mediante petición del 26 de agosto pasado. Peor aún, precarizando aún 
más el derecho de mi mandante, mediante la referida comunicación adujo 
contraevidentemente estar enviando soportes y copias de las pólizas y anexos que no fueron 
adjuntados.  
 
Resulta evidente entonces que la accionada no ha acatado el fallo de septiembre 27 de 2019, 
mediante el cual el juez de tutela relacionó entre los antecedentes de sus decisión, que 
LIBERTY aceptó la vulneración del derecho fundamental de petición.  
 

ANEXOS 
 

1. Certificado con PIN nº 1245998100999629 del 24 de octubre de 2019 y generado 
electrónicamente por la Superintendencia Financiera de Colombia.  

2. Certificado de Existencia y Representación Legal de LIBERTY SEGUROS DE VIDA S.A. 
del 16 de agosto de 2019 y generado electrónicamente por la Cámara de Comercio de 
Bogotá.  

3. Comunicación suscrita por el canal de atención al cliente de la accionada.  
 
De esta forma acato el requerimiento hecho por su despacho 
 
 
Del señor juez, 
 
 
 
 
JOSÉ ALEJANDRO DÍAZ CASTAÑO 
C. C. Nº 79.953.252 de Bogotá 
T. P. Nº 305.849 del C. S. de la J.  



RAD. TUTELA: Nº 2019-1530 - LEONOR MORALES PANQUEBA / LIBERTY -
ATIENDE UN REQUERIMIENTO - CUADERNO DESACATO

Alejandro Díaz <adiaz@alejandrodiaz.co>
Thu 24 Oct 2019 12>29 PM

To:  cmpl61bt@cendoj.ramajudicial.gov.co <cmpl61bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc:  Leonor Morales Panqueva <leonortv3@yahoo.com>; notificacionesjudiciales@libertycolombia.com
<notificacionesjudiciales@libertycolombia.com>; co-notificacionesjudiciales@libertycolombia.com <co-
notificacionesjudiciales@libertycolombia.com>; nancys.moreno@libertycolombia.com
<nancys.moreno@libertycolombia.com>

4 attachments (614 KB)

RAD TUTELA 2019-1530 - ATIENDE UN REQUERIMIENTO.pdf; Certificado 1245998100999629.pdf; CERL LIBERTY
SEGUROS DE VIDA S.A.pdf; COMUNICA LIBERTY 75803.pdf;

Honorable Juez
ALEJANDRO DIMATÉ CAMPOS
Juez sesenta y uno -61- civil municipal de oralidad de Bogotá 

JUZGADO CUARENTA Y TRES -43- DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA
MÚLTIPLE – TRANSITORIAMENTE
Edificio Hernando Morales Molina Piso 14 – cmpl61bt@cendoj.ramajudicial.gov.co

E.         S.         D.

Con el respeto acostumbrado y en atención al auto del pasado 18 de octubre que mediante numeral
segundo (2º) requirió (…) al accionante para que aporte el certificado de existencia y representación

del accionado a fin de individualizar a la persona encargada de cumplir el fallo de tutela.
 

ACLARO
 
Que de conformidad con lo consignado en el Certificado nº 1245998100999629 generado
electrónicamente por la Superintendencia Financiera de Colombia el 24 de octubre de 2019, la
representación legal de LIBERTY SEGUROS DE VIDA S.A. es múltiple y está a cargo, para todos los
efectos legales, del presidente y sus suplentes, ocupando el primer renglón de la misma, esto es la
posición de presidente y representante legal, el señor LUIZ FRANCISCO MINARELLI CAMPOS
identificado con la CE nº 627924. Para el efecto: 

MEMORIAL Y ANEXOS ADJUNTOS

--
ALEJANDRO DÍAZ
Abogado
adiaz@alejandrodiaz.co
Cel. 312 358 8146

Violence is the last refuge of the incompetent. -Isaac Asimov
 
------------------

mailto:cmpl61bt@cendoj.ramajudicial.gov.co


AVISO LEGAL. Este correo y la información contenida y/o adjunta al mismo es de carácter confidencial, exclusivamente
dirigida a su destinatario o a las personas autorizadas para recibirlo. Queda prohibida su copia, distribución o divulgación a
terceros sin la autorización previa y escrita del remitente. Si no es usted el destinatario de este correo y lo recibe por error,
se le pide hacerlo saber al emisor y proceder a su eliminación definitiva de su cuenta sin imprimirlo, copiarlo, o utilizarlo en
modo alguno.
 
LEGAL WARNING. This e-mail and the information contained and/or attached in it are confidential, exclusively addressed
to its recipient or the persons authorized to receive it. Any copying, disclosure or distribution to third parties, without prior
written authorization of the sender is prohibited. If you are not the intended recipient of this e-mail and receive it by mistake
please notify the sender and delete it without printing, copying or using it in any way.
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Honorable Juez 
ALEJANDRO DIMATÉ CAMPOS 
Juez sesenta y uno -61- civil municipal de oralidad de Bogotá  
JUZGADO CUARENTA Y TRES -43- DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA 
MÚLTIPLE – TRANSITORIAMENTE 
Edificio Hernando Morales Molina Piso 14 – cmpl61bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
E. S. D. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Con el respeto acostumbrado y en atención al auto del pasado siete (7) de noviembre que 
requirió a la accionante para que (…) manifieste si las razones del desacato persisten, y de ser 
así, manifieste lo pertinente por escrito, so pena de tener por desistido el trámite incidental 
(…).  
 

CUESTIÓN PRELIMINAR 
 
¨ Refiere, quien ha aducido ostentar la representación legal para asuntos judiciales de 

LIBERTY SEGUROS DE VIDA S.A. mediante escrito radicado el primero (1º) de noviembre de 
2019 obrante a partir del folio 107 del cuaderno incidental, una serie de hechos que no se 
sostienen en sí mismos. Ha dicho que el cumplimiento debido por su representada se ha 
acreditado a partir del 24 de octubre de 2019 (escrito que informa cumplimiento y solicita 
terminación del incidente, hecho 1), el 29 de octubre (ibíd., hecho 4 ) o incluso el primero (1º) 
de noviembre de 2019 (ibíd., hecho 6).  
 
Pues bien, lo cierto es que mediante sentencia de primera instancia del 27 de septiembre de 
2019 su señoría ordenó a la accionada a (…) dar respuesta al derecho de petición elevado por 
el accionante el 26 de agosto de 2019, y que esta orden debía ser cumplida (…) dentro de las 
cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la sentencia. Por ello, las 
manifestaciones del representante legal para asuntos judiciales no son otra cosa que confesión 
de parte pues el cumplimiento debía acreditarse de (…) manera inmediata al juzgado, tal cual 
dispuso el señor juez.  

Referencia :        TUTELA Nº 2019-1530 
Accionante : LEONOR MORALES PANQUEBA 
Accionado : LIBERTY SEGUROS DE VIDA S.A. 
   

Asunto : INCIDENTE DE DESACATO – ATIENDE 
UN REQUERIMIENTO CON UN (1) 
ANEXO 
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No se entiende entonces que el señor representante legal para asuntos judiciales de la 
accionada importune a su señoría con un recuento de hechos y manifestaciones que no vienen 
al caso pero que además son muestra de una falta de lealtad profesional que apabulla, como 
cuando a relatado (ibíd., hechos 3 al 5) que le informaron que (…) el asunto de tutela lo llevaría 
el abogado Alejandro Díaz, como si no estuviese abundantemente acreditada mi condición 
de apoderado judicial de la accionante, tanto en el trámite de la acción de tutela, el incidente 
en el que acá se actúa, como en la petición elevada el 26 de agosto de 2019.  
 
Tampoco se entiende que el representante legal para asuntos judiciales de la accionada me 
endilgue expresiones que no son de mi autoría, como cuando ha mencionado que he referido 
(…) falta de respuesta a la petición “Reclamo directo estatuto del consumidor” (ibíd., hecho 
5), cuando en ningún momento he hecho tal manifestación tal cual da cuenta el historial de 
comunicaciones dirigidas a la accionada, mismas que he dirigido siempre a su despacho señor 
juez sesenta y uno -61- civil municipal de oralidad de Bogotá.  
 
Por lo anterior solicito declarar que la incidentada ha incurrido en desacato de una orden de 
tutela que ha debido cumplir en el término que le fuera ordenado mediante sentencia del 27 
de septiembre de 2019 pero que ha pretendido atender tan tarde como hasta el primero (1º) 
de noviembre posterior.   
 
¨ Informar al señor juez que tal cual acredita el certificado con PIN nº 

2557529126390978 del 14 de noviembre de 2019, generado electrónicamente por la 
Superintendencia Financiera de Colombia, mediante Resolución 1260 del 24 de septiembre 
de 2019, esa Superintendencia no objetó la adquisición con fines de absorción (fusión) del 
100% de las acciones de Liberty Seguros de Vida S.A. por la Compañía de Seguros Bolivar S.A. 
(…) protocolarizada mediante Escritura Pública 1855 del 31 de octubre de 2019 (…) (énfasis 
agregado).  
 
Hecho este último, que estaría demostrando una deslealtad más por parte de la incidentada -
no comunicado a su cliente y acá accionante-, que en su escrito radicado el primero (1º) de 
noviembre ha debido informar al señor juez de tutela el impacto de la fusión a efectos del 
cumplimiento de la sentencia del 27 de septiembre de 2019.   
 
 

INFORMO 
 
Que, en efecto, durante los días 31 de octubre y primero (1º) de noviembre de la presente 
anualidad, la incidentada remitió una serie de documentales con las que ha pretendido dar 
cumplimiento a la petición elevada el 26 de agosto de 2019. Documentales que sería del caso 
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relacionar en forma detallada si no hicieran parte ya en su mayoría del paginario, mismas que 
son prueba del desacato de la accionada que estaría incurriendo en desacato de la sentencia 
de tutela del 27 de septiembre de 2019 y desatendiendo el requerimiento que le dirigiera el 
despacho mediante proveído del pasado 18 de octubre que mediante numeral primero (1º) le 
requirió (…) para que en el término de TRES(3) DÍAS, acredite el cumplimiento de la 
pluricitada sentencia de septiembre 27 de 2019.  
 
Tal cual me correspondió en representación de mi mandante comunicar al despacho y a la 
accionada mediante correo electrónico del 31 de octubre pasado en esa oportunidad pude 
verificar e informar a la accionada -y al despacho, folio 68 vuelto-, que más de dos meses 
después de la petición que elevara mi mandante, la aseguradora no había respondido ni 
permitido el acceso documental solicitado. Escribí: 
 

“Señores LIBERTY:  

 
En relación con lo informado y su eventual mérito en lo que a dar respuesta a la petición del 26 de 

agosto pasado se refiere, las siguientes consideraciones: 
 

1. A la fecha (MÁS DE DOS MESES DESPUÉS), y a pesar de haber solicitado acceso físico y 
expedición de copias de todos los documentos que obren directa o indirectamente en la 

carpeta de LA PÓLIZA de la señora LEONOR MORALES PANQUEBA, lo cierto es que estas 
documentales no han sido recibidas en la dirección de notificaciones señalada para el efecto. 

2. Tampoco se ha recibido si quiera copia electrónica  de lo solicitado ya que lo enviado es 
incomprensible por incompleto o por ilegible.   

3. A la fecha (MÁS DE DOS MESES DESPUÉS), y a pesar de que se solicitó un INFORME 
detallado sobre  todos los movimientos o novedades desde su suscripción y hasta la fecha, 

junto con la relación de las explicaciones, aclaraciones o justificaciones de naturaleza 
jurídica, comercial, técnica y financiera, de cada movimiento o novedad relativos a LA 

PÓLIZA de la señora LEONOR MORALES PANQUEBA,  lo cierto es que a la asegurada no le 
ha sido entregado informe o explicación suficiente sobre este particular. 

4. A la fecha (MÁS DE DOS MESES DESPUÉS), y a pesar de que se solicitó tramitar las respuestas 
elevadas por diferentes canales por mi mandante (sobre beneficiarios contingentes, entre 

otras), la resolución a estas peticiones no ha sido notificada.  
5. A la fecha (MÁS DE DOS MESES DESPUÉS), y a pesar de haber sido expresamente solicitado, 

LIBERTY no ha explicado los motivos ni aclarado su decisión unilateral de anular LA 
PÓLIZA de la señora LEONOR MORALES PANQUEBA o lo que es lo mismo, a mi mandate 

no le ha sido notificada una respuesta que le aclare detalladamente la decisión de la 
aseguradora de anular LA PÓLIZA para expedir la certificación de vigencia posterior.  
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Por todo lo anterior, y en presencia de las disposiciones del ordenamiento constitucional y legal 
correspondiente, la petición elevada el 26 de agosto no ha sido respondida de fondo ni en forma 

clara, congruente o consecuente, siendo evidente además, el desacato en relación con el fallo de 
tutela de primera instancia del 27 de septiembre de 2019.“ 

 
La mayoría de las anteriores manifestaciones siguen vigentes aún hoy, y como sigue:   
 

1. A la fecha (MÁS DE DOS MESES DESPUÉS), y a pesar de haber solicitado acceso físico y 

expedición de copias de todos los documentos que obren directa o indirectamente en la 
carpeta de LA PÓLIZA de la señora LEONOR MORALES PANQUEBA, lo cierto es que estas 

documentales no han sido recibidas en la dirección de notificaciones señalada para el efecto. 
2. Tampoco se ha recibido si quiera copia electrónica  de lo solicitado ya que lo enviado es 

incomprensible por incompleto o por ilegible.   
 
A la fecha, la incidentada no ha permitido el acceso documental solicitado ya que lo que ha 
enviado es una serie de documentos ilegibles o incompletos. Documentales obrantes a partir 
del folio 45 hasta el folio 49, ilegibles. Documental obrante a folio 57, ilegible. La documental 
que obra en el folio 50 vuelto, es un certificado de vigencia del año 2002 pero de una póliza 
LATINVIDA pero de otra cliente de la accionada.  
 
Las documentales obrantes a folios 59 vuelto y 60 -también 64 vuelto y 65- corresponden a 
una copia incompleta de las CONDICIONES GENERALES de la póliza de la accionante. La 
parte que falta, correspondiente a las clausulas CUARTA a la SEXTA de dicho contrato, 
disciplina aspectos esenciales de la relación de consumo entre mi mandante y la aseguradora 
y fue expresamente solicitada el 26 de agosto de 2019 al siguiente tenor:  
 

“QUINTA.- Se solicita la garantía de los derechos que comportan el Régimen General de Protección 
al Consumidor Financiero, en especial, la materialización de los derechos de acceso a la 

información; consulta y reclamación de mi mandante, en el sentido de permitir el acceso y examen 
físico y expedición de copias, dentro del término de diez (10) días establecido por la Ley 1755 de 

2015, de todos los documentos que obren en el expediente o expedientes que, directa o 
indirectamente contengan información de la póliza de vida individual seguro de vida con ahorro y 

participación de utilidades nº 4482 anterior LATINVIDA PAGOS LIMITADOS 26994 que incluya las 
condiciones generales de la misma” (énfasis agregado).    

 
El mismo grado de incumplimiento es predicable de las informaciones solicitadas el 26 de 
agosto de 2019.  
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3. A la fecha (MÁS DE DOS MESES DESPUÉS), y a pesar de que se solicitó un INFORME 
detallado sobre  todos los movimientos o novedades desde su suscripción y hasta la fecha, 

junto con la relación de las explicaciones, aclaraciones o justificaciones de naturaleza 
jurídica, comercial, técnica y financiera, de cada movimiento o novedad relativos a LA 

PÓLIZA de la señora LEONOR MORALES PANQUEBA,  lo cierto es que a la asegurada no le 
ha sido entregado informe o explicación suficiente sobre este particular. 

4. A la fecha (MÁS DE DOS MESES DESPUÉS), y a pesar de que se solicitó tramitar las respuestas 
elevadas por diferentes canales por mi mandante (sobre beneficiarios contingentes, entre 

otras), la resolución a estas peticiones no ha sido notificada.  
 
En una respuesta suscrita el primero (1º) de noviembre (folio 101 a 103) la accionada ha 
concluido, contraevidentemente que alguna de tales solicitudes no hace parte de la 
controversia que está manejando el despacho o que estas hacen parte pero del RECLAMO 
DIRECTO que se dirigió a esa aseguradora el 16 de octubre pasado. Lo cierto es que, las 
peticiones CUARTA y QUINTA de la solicitud radicada bajo el adhesivo nº 2480166 del 26 
de agosto de 2019, sí incluyeron estos temas y por lo tanto, el amparo de tutela del 27 de 
septiembre de 2019, sí las incluyó dentro de la controversia que dirige el señor juez. 
Transcribo:  
 

“CUARTA.- Se solicita la garantía de los derechos que comportan el Régimen General de Protección 

al Consumidor Financiero, en especial, la materialización de los derechos a la información y a la 
educación financiera de mi poderdante mediante la expedición de un informe que dé cuenta de 

todos los movimientos o novedades desde su suscripción y hasta la fecha, junto con la relación 
detallada de las explicaciones, aclaraciones o justificaciones de naturaleza jurídica, comercial, 

técnica y financiera, de cada movimiento o novedad relativos a la póliza de vida individual seguro 
de vida con ahorro y participación de utilidades nº 4482 anterior LATINVIDA PAGOS LIMITADOS 

26994, dentro de la cual es tomadora mi mandante y LIBERTY SEGUROS DE VIDA S.A la 
aseguradora.” 

 
“SEXTA.- Se solicita la garantía de los derechos que comportan el Régimen General de Protección 

al Consumidor Financiero, en especial, la materialización de los derechos de acceso a la 
información; consulta y reclamación de mi mandante, en el sentido de dar respuesta clara, precisa, 

congruente y consecuente, a las peticiones que ha elevado y por meses no han obtenido respuesta 
de fondo, en especial, las peticiones relativas a la actualización de datos, expedición de 

certificaciones y registro de beneficiarios contingentes.”  
 
En la misma respuesta del primero (1º) de noviembre (folio 103) la accionada ha concluido 
que la solicitud de explicaciones sobre la anulación unilateral de la póliza de mi poderdante 
es irrelevante dado que la misma se encuentra rehabilitada. Lo cierto es que la explicación 
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sobre migración de datos entre plataformas no explica en nada -no atiende lo pedido- lo 
ocurrido, ya que la referida migración de datos y consecuente error tecnológico no coinciden 
con las fechas en que a la asegurada le expidieron las certificaciones anteriores, pero tampoco 
explica la razón por la cual, no se le dio esa respuesta oportuna ni las razones por la cuales 
no se le notificó sobre ese error tecnológico.  
 
Debo recordar al despacho que por la naturaleza de las funciones que desarrolla en el 
mercado colombiano, a la accionante le corresponde guardar soportes de todas las incidencias 
de este tipo. De modo que, si se trató de un error tecnológico, por qué no se envío una 
notificación a la cliente? por qué no se le indicó eso cuando la asegurada pidió explicaciones? 
por que ahora no envío la accionada los soportes que den cuenta de dicho incidente? en qué 
momento descubrió el error y decidió rehabilitar la póliza de la accionante? Preguntas todas 
que han debido ser respondidas en atención de la petición SÉPTIMA de la petición del 26 de 
agosto de 2019. Transcribo:  
 
  

“SÉPTIMA.- Se solicita la garantía de los derechos que comportan el Régimen General de Protección 
al Consumidor Financiero, en especial, la materialización de los derechos de acceso a la 

información; consulta y reclamación de mi mandante, en el sentido de aclarar y definir el alcance 
de la comunicación enviada por Atención al Cliente el 15 de agosto de 2019, mediante correo 

electrónico y en los siguientes términos:  (…) Apreciado cliente, con el número de cedula y póliza 
que indica registra que su póliza esta anulada con fecha  

23/10/2018 (…) (énfasis agregado).”  
 
Tampoco ha actualizado la accionada como es debido los datos de mi mandante tal cual se 
puede verificar contrastando la documental obrante al folio 43 del cuaderno de desacato con 
la petición SEGUNDA de la solicitud del 26 de agosto de 2019 en la que persisten errados, 
los datos de los beneficiarios de la póliza o en la que no se entregan los datos sobre los 
rendimientos económicos de la PÓLIZA DE VIDA CON AHORRO Y PARTICIPACIÓN DE 
UTILIDADES de mi mandante.  
 
Por todo lo anterior, resulta evidente que la accionada no ha acatado el fallo de septiembre 
27 de 2019. Corresponde, señor juez, a la luz de las disposiciones del ordenamiento de tutela, 
que la conducta de la accionada obtenga los resultados establecidos contra la sistemática la 
deslealtad convencional, contra la falta de aprecio por la justicia de tutela o contra la incisiva 
tendencia al error que han campeado en el caso de marras.  
 
En consecuencia, ruego  al señor juez, que libere a mi mandante de una carga que en principio 
corresponde a la incidentada y que consiste en acreditar el cumplimiento que se le ordenó 
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nuevamente el 18 de octubre pasado, fecha en la que ya estaba incursa en alguna de las faltas 
de que habla el capítulo V del Decreto 2591 de 1991.   
 

 
ANEXOS 

 
1. Certificado con PIN nº 2557529126390978 del 14 de noviembre de 2019, generado 

electrónicamente por la Superintendencia Financiera de Colombia.  
 
De esta forma acato el requerimiento hecho por su despacho 
 
 
Del señor juez, 
 
 
 
 
JOSÉ ALEJANDRO DÍAZ CASTAÑO 
C. C. Nº 79.953.252 de Bogotá 
T. P. Nº 305.849 del C. S. de la J.  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
  



RE: RAD. 2019-1530 - ATIENDE UN REQUERIMIENTO

Alejandro Díaz
Vie 15/11/2019 10644 AM
Para:  Juzgado 61 Civil Municipal - Bogota - Bogota D.C. <cmpl61bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Atención al
Cliente Liberty <atencion.cliente@libertycolombia.com>; Leonor Morales Panqueva <leonortv3@yahoo.com>

2 archivos adjuntos (144 KB)
RAD. 2019-1530 - ATIENDE UN REQUERIMIENTO.pdf; PIN 2557529126390978.pdf;

Buenos días, adjunto lo anunciado. Mil gracias.
--
ALEJANDRO DÍAZ
Abogado
adiaz@alejandrodiaz.co
Cel. 312 358 8146

Violence is the last refuge of the incompetent. -Isaac Asimov
 
------------------
AVISO LEGAL. Este correo y la información contenida y/o adjunta al mismo es de carácter confidencial, exclusivamente
dirigida a su destinatario o a las personas autorizadas para recibirlo. Queda prohibida su copia, distribución o divulgación a
terceros sin la autorización previa y escrita del remitente. Si no es usted el destinatario de este correo y lo recibe por error,
se le pide hacerlo saber al emisor y proceder a su eliminación definitiva de su cuenta sin imprimirlo, copiarlo, o utilizarlo en
modo alguno.
 
LEGAL WARNING. This e-mail and the information contained and/or attached in it are confidential, exclusively addressed
to its recipient or the persons authorized to receive it. Any copying, disclosure or distribution to third parties, without prior
written authorization of the sender is prohibited. If you are not the intended recipient of this e-mail and receive it by mistake
please notify the sender and delete it without printing, copying or using it in any way.

De: Juzgado 61 Civil Municipal - Bogota - Bogota D.C. <cmpl61bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Enviado: viernes, 15 de noviembre de 2019 9:24 a. m.
Para: Alejandro Díaz <adiaz@alejandrodiaz.co>
Asunto: RE: RAD. 2019-1530 - ATIENDE UN REQUERIMIENTO
 
Buen día
 
Informo que no se evidencia ningún anexo pertinente en la comunicación, por lo cual se le
requiere el envió
 
De: Alejandro Díaz [mailto:adiaz@alejandrodiaz.co] 
Enviado el: jueves, 14 de noviembre de 2019 6:24 p. m.
Para: Juzgado 61 Civil Municipal - Bogota - Bogota D.C. <cmpl61bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>;
Atención al Cliente Liberty <atencion.cliente@libertycolombia.com>
CC: Leonor Morales Panqueva <leonortv3@yahoo.com>
Asunto: RAD. 2019-1530 - ATIENDE UN REQUERIMIENTO
 



Honorable Juez
ALEJANDRO DIMATÉ CAMPOS
Juez sesenta y uno -61- civil municipal de oralidad de Bogotá 

JUZGADO CUARENTA Y TRES -43- DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA MÚLTIPLE –
 TRANSITORIAMENTE
Edificio Hernando Morales Molina Piso 14 – cmpl61bt@cendoj.ramajudicial.gov.co

E.         S.         D.
 
Con el respeto acostumbrado y en atención al auto del pasado siete (7) de noviembre que requirió a
la accionante para que (…) manifieste si las razones del desacato persisten, y de ser así, manifieste lo

pertinente por escrito, so pena de tener por desistido el trámite incidental (…). 
 

MEMORIAL Y ANEXO ADJUNTOS
 

 
 
--
ALEJANDRO DÍAZ
Abogado
adiaz@alejandrodiaz.co
Cel. 312 358 8146

Violence is the last refuge of the incompetent. -Isaac Asimov
 
------------------
AVISO LEGAL. Este correo y la información contenida y/o adjunta al mismo es de carácter confidencial, exclusivamente
dirigida a su destinatario o a las personas autorizadas para recibirlo. Queda prohibida su copia, distribución o divulgación a
terceros sin la autorización previa y escrita del remitente. Si no es usted el destinatario de este correo y lo recibe por error,
se le pide hacerlo saber al emisor y proceder a su eliminación definitiva de su cuenta sin imprimirlo, copiarlo, o utilizarlo en
modo alguno.
 
LEGAL WARNING. This e-mail and the information contained and/or attached in it are confidential, exclusively addressed
to its recipient or the persons authorized to receive it. Any copying, disclosure or distribution to third parties, without prior
written authorization of the sender is prohibited. If you are not the intended recipient of this e-mail and receive it by mistake
please notify the sender and delete it without printing, copying or using it in any way.

mailto:cmpl61bt@cendoj.ramajudicial.gov.co
mailto:adiaz@alejandrodiaz.co
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Honorable Juez 
ALEJANDRO DIMATÉ CAMPOS 
Juez sesenta y uno -61- civil municipal de oralidad de Bogotá  
JUZGADO CUARENTA Y TRES -43- DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA 
MÚLTIPLE – TRANSITORIAMENTE 
Edificio Hernando Morales Molina Piso 14 – cmpl61bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
E. S. D. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Con el respeto acostumbrado y en atención al telegrama nº 1206 que informó la decisión del 
despacho de que se me haga conocer (…) la documental allegada por la accionada (…) para 
que en el término de cuarenta y ocho (48) horas manifieste si las razones del desacato 
persisten, so pena de archivar el presente incidente, solicito: 
 
PRIMERO: Notificar en debida forma y por este medio, el proveído anunciado mediante el 
telegrama nº 1206 y hacerme conocer, también por este medio, la documental allegada por la 
accionada, ello para estar en oportunidad de acatar el requerimiento que me dirigiera el 
despacho en esta oportunidad.  
 
SEGUNDO: Declarar frustrado el trámite de cumplimiento de la sentencia adelantado por el 
despacho por no ser oportuna ni apta, la conducta de la accionada frente a las órdenes de la 
tutela de primera instancia.  
 
TERCERO: Dar inicio formal al trámite incidental de desacato de conformidad con las 
disposiciones del Decreto 2591 de 1991 y la jurisprudencia de la Corte Constitucional: 
 

“El derecho fundamental de acceso a la administración de justicia se encuentra consagrado en el 
artículo 229 de la norma superior en los siguientes términos: Se garantiza el derecho de toda persona 

Referencia :        TUTELA Nº 2019-1530 
Accionante : LEONOR MORALES PANQUEBA 
Accionado : LIBERTY SEGUROS DE VIDA S.A. 
   

Solicita : NOTIFICAR EN DEBIDA FORMA UN 
PROVEÍDO – DECLARAR FRUSTRADO 
EL TRÁMITE DEL CUMPLIMIENTO – 
DAR APERTURA AL INCIDENTE DE 
DESACATO  
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para acceder a la administración de justicia. La ley indicará en qué casos podrá hacerlo sin la 
representación de abogado. 

  
Este derecho ha sido entendido como la posibilidad reconocida a todas las personas de poder acudir, 

en condiciones de igualdad, ante las instancias que ejerzan funciones de naturaleza jurisdiccional 
que tengan la potestad de incidir de una y otra manera, en la determinación de los derechos que el 

ordenamiento jurídico les reconoce, para propugnar por la integridad del orden jurídico y por la 
debida protección o restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos, con estricta sujeción a 

los procedimientos previamente establecidos y con plena observancia de las garantías sustanciales 
y procedimentales previstas en la Constitución y la ley. 

 
(…) 

 
Así las cosas, para la garantía del derecho a la prestación jurisdiccional es imprescindible garantizar 

la puerta de entrada al sistema de administración de justicia de los ciudadanos que concurren al 
aparato estatal en busca de la solución a sus conflictos, las garantías para transitar por el proceso y 

una salida satisfactoria de éste, según lo previsto por el ordenamiento jurídico, lo que comporta la 
materialización de los derechos a través del respaldo coactivo del Estado para el cumplimiento 

efectivo de las decisiones adoptadas en el curso del proceso” (sentencia T- 799 de 2011) (énfasis 
agregado). 

 
Por otro lado, sobre el cumplimiento de las providencias judiciales en tanto parte del derecho 
al acceso a la administración de justicia, un fallo de unificación de jurisprudencia reciente 
introdujo a nuestro ordenamiento jurídico las siguientes consideraciones: 
 

“El artículo 229 de la Constitución Política establece que el derecho de acceso a la justicia es la 

facultad que tiene toda persona de acudir, en igualdad de condiciones, a los jueces y tribunales y, 
en este sentido, poner en marcha la actividad jurisdiccional del Estado, con el fin de obtener la 

protección de sus derechos sustanciales, con estricta sujeción a los procedimientos previamente 
establecidos y con plena observancia de las garantías previstas en las leyes –debido proceso–. 

 
De conformidad con el mandato constitucional referido, la Corte Constitucional ha señalado que el 

Estado tiene tres obligaciones para que el acceso a la administración de justicia sea real y efectivo: 
 

Obligación de respetar el derecho a la administración de justicia, que se traduce en que el Estado 
debe abstenerse de adoptar medidas que impidan o dificulten el acceso a la justicia, o que resulten 

discriminatorias respecto de ciertos grupos. 
 

Obligación de proteger, que consiste en que el Estado adopte medidas orientadas a que terceros 
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no puedan interferir u obstaculizar el acceso el acceso a la administración de justicia. 
 

Obligación de realizar, que conlleva que el Estado debe facilitar las condiciones para el disfrute 
del derecho al acceso a la administración de justicia y hacer efectivo el goce del mismo. 

 
En cuanto a las obligaciones del Estado en materia de acceso a la administración de justicia, el 

artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece que “toda persona 
tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o 

tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales 
reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención (…)  y, en consecuencia, 

corresponde al Estado “garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda 
decisión en que se haya estimado procedente el recurso.” 

 
En la misma dirección, el artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos prescribe 

que “Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a garantizar que: (…) Las 
autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.”. 

 
De igual manera, el cumplimiento de las providencias judiciales se erige como un componente del 

derecho fundamental al debido proceso, y así lo ha reconocido este Tribunal desde su jurisprudencia 
más temprana: 

 
“La ejecución de las sentencias es una de las más importantes garantías de la existencia y 

funcionamiento del Estado social y democrático de Derecho (CP art. 1) que se traduce en la final 
sujeción de los ciudadanos y los poderes públicos a la Constitución. El incumplimiento de esta 

garantía por parte de uno de los órganos del poder público constituye un grave atentado al Estado 
de Derecho. 

 
“El sistema jurídico tiene previstos diversos mecanismos (CP arts. 86 a 89) para impedir su 

autodestrucción. Uno de ellos es el derecho fundamental al cumplimiento de las sentencias 
comprendido en el núcleo esencial del derecho a un debido proceso público sin dilaciones 

injustificadas consagrado en el artículo 29 de la Constitución (CP. Preámbulo, arts. 1, 2, 6, 29 y 
86).” (se subraya) 

 
En efecto, acudir a las autoridades jurisdiccional quedaría desprovisto de sentido si, luego de 

agotadas las etapas previstas para cada trámite y emitida la decisión que desata el litigio, la parte 
vencida pudiera deliberadamente hacer tabla rasa de lo resuelto o cumplirlo de forma tardía o 

defectuosa, comprometiendo el derecho al debido proceso de la parte vencedora y perpetuando 
indefinidamente la afectación a sus bienes jurídicos. La jurisprudencia constitucional ha sostenido 

sobre el particular que “incumplir la orden dada por el juez constitucional en un fallo de tutela es 
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una conducta de suma gravedad, porque (i) prolonga la vulneración o amenaza de un derecho 
fundamental tutelado y (ii) constituye un nuevo agravio frente a los derechos fundamentales a un 

debido proceso y de acceso a la justicia.” 
 

Bajo esa perspectiva, esta Corporación ha puesto de relieve que el derecho al acceso a la 
administración de justicia no se satisface sólo con la posibilidad de formular demandas ante 

tribunales competentes e imparciales, y que estos, a su vez, emitan decisiones definitivas en las 
cuales se resuelvan las controversias planteadas en relación con los derechos de las partes, sino que 

se requiere que la decisión adoptada se cumpla; es decir, que tenga eficacia y produzca los efectos 
a los que está destinada. 

 
La razón de ser de ese atributo de eficacia que se predica de las decisiones judiciales está en la 

confianza depositada por los ciudadanos en el poder soberano del Estado a través del pacto político. 
A partir de ese momento, se espera que las autoridades legítimamente constituidas propendan por 

la efectividad de los derechos y velen por el mantenimiento del orden, escenario en el cual la función 
estatal de administrar justicia ocupa un lugar preponderante. La resolución de los conflictos 

connaturales a la vida en sociedad queda así en manos de las autoridades jurisdiccionales, cuyas 
decisiones son imperativas al punto que, de ser preciso, es válido recurrir a la fuerza para propiciar 

la obediencia por parte de los asociados que muestren renuencia frente a ellas. 
 

De lo anterior se desprende que “al incumplir una orden emitida dentro de un fallo judicial, se 
vulnera directamente los derechos constitucionales al debido proceso y al acceso a la administración 

de justicia de la persona a la cual resultó favorable la providencia.” 
 

Así, el derecho de acceso a la administración de justicia no se circunscribe exclusivamente al 
ejercicio del derecho de acción, sino que está inescindiblemente vinculado al debido proceso y a la 

expectativa de las partes de que, una vez en firme, la decisión judicial que pone fin a una 
controversia se materialice en debida forma. Desconocer esta premisa básica implicaría soslayar el 

carácter vinculante y coercitivo de las providencias judiciales, en detrimento no solo de los derechos 
fundamentales, sino del orden constitucional vigente” (sentencia SU-034 de 2018). 

 
Por su parte, en relación con el trámite incidental de desacato como mecanismo judicial para 
hacer cumplir las sentencias de tutela, la misma sentencia de unificación transcrita en 
precedencia recordó:   
 

“A partir de la creación de la acción de tutela por parte del Constituyente de 1991, el Decreto 2591 

del mismo año reglamentó este mecanismo judicial para salvaguardar las garantías constitucionales 
de las personas, dotándolo de singulares atributos para lograr su efectiva implementación, habida 

cuenta de que “[l]a protección de los derechos fundamentales a través de la acción de tutela 
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resultaría inocua, si no existieran mecanismos ágiles y oportunos, que conlleven la utilización de 
instrumentos de coacción para obligar a la autoridad pública o al particular que los ha vulnerado o 

amenazado desconocerlos, a hacer cesar la acción o la omisión que constituye la transgresión o 
afectación de aquéllos, en obedecimiento de las órdenes impartidas en los fallos proferidos por el 

juez de tutela.” 
 

Con este enfoque, en el artículo 24 del mencionado Decreto Estatutario el legislador dispuso que “el 
fallo que conceda la tutela tendrá por objeto garantizar al agraviado el pleno goce de su derecho, y 

volver al estado anterior a la violación, cuando fuere posible”. Según esto, al cabo del trámite 
preferente y sumario que sigue la demanda de amparo constitucional, corresponde al juez 

competente emitir un fallo en el que (i) identifique al peticionario y al sujeto de quien provenga la 
amenaza o vulneración; (ii) determine el derecho tutelado, (iii) imparta una orden y defina con 

precisión la conducta a cumplir con el fin de hacer efectivo el amparo, y (iv) fije un plazo 
perentorio para el cumplimiento de lo resuelto.  

 
En el capítulo V del mismo Decreto, dedicado a las Sanciones, se previó la figura del desacato como 

una infracción relacionada con el desobedecimiento a una providencia judicial dictada con ocasión 
de una acción de tutela, en los siguientes términos: 

 
“Artículo 52. Desacato. La persona que incumpliere una orden de un juez proferida con base en 

el presente Decreto incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa 
hasta de 20 salarios mínimos mensuales, salvo que en este decreto ya se hubiere señalado una 

consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar. 
 

“La sanción será impuesta por el mismo juez mediante trámite incidental y será consultada al 
superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres días siguientes si debe revocarse la sanción. 

La consulta se hará en el efecto devolutivo.” 
 

(…) 
 

En la misma oportunidad, la Corte sostuvo que “[l]a facultad del juez de imponer la sanción por el 
incumplimiento de tal orden [dictada dentro del trámite de la acción de tutela], debe entenderse 

inmersa dentro del contexto de sus poderes disciplinarios, asimilables a los que le concede al juez 
civil el numeral 2o. del artículo 39 del Código de Procedimiento Civil”; poderes correccionales 

justificados por el deber del juez de dirigir el desarrollo del proceso y por razones de interés público 
que van más allá del conflicto entre las partes. Concluyó, así, que “los poderes disciplinarios del 

juez, revisten un carácter correccional o punitivo, asimilable a la sanción de tipo penal”, según una 
interpretación armónica de los artículos 27 y 53 del mismo Decreto 2591 de 1991, al tenor del cual 
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el incumplimiento al fallo de tutela podría llegar a tipificarse como el delito de fraude a resolución 
judicial, independientemente de la responsabilidad derivada del desacato. 

 
Pues bien: cuando el sujeto o autoridad responsable del agravio no da cumplimiento a lo resuelto 

dentro del término estipulado, el juez que obró como autoridad de primera instancia está llamado a 
hacer acatar la orden con el fin de garantizar la efectividad del derecho protegido, para lo cual 

puede, además de adoptar las medidas para propiciar el cumplimiento –conforme a lo previsto en 
el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991–, tramitar el incidente de desacato contra el obligado que 

se muestre renuente a la observancia del fallo, tal como, desde muy temprano, lo ha reconocido la 
jurisprudencia constitucional: 

 
“El sistema jurídico tiene prevista una oportunidad y una vía procesal específica para obtener que 

los fallos de tutela se cumplan y para provocar que, en caso de no ser obedecidos, se apliquen 
sanciones a los responsables, las que pueden ser pecuniarias o privativas de la libertad, según lo 

contemplan los artículos 52 y 53 del Decreto 2591 de 1991. El incidente respectivo, al que se ha 
referido esta Corporación en varios fallos, tiene lugar precisamente sobre la base de que alguien 

alegue ante el juez competente que lo ordenado por la autoridad judicial con miras al amparo de 
los derechos fundamentales no se ha ejecutado, o se ha ejecutado de manera incompleta o 

tergiversando la decisión del fallador.”  
 

La tarea del juez que instruye un incidente de desacato consiste, entonces, en examinar si la 
orden proferida para la protección de un derecho fundamental fue cumplida, o no, por su 

destinatario, en la forma prevista en la respectiva decisión judicial. Esto excluye que en el trámite 
del desacato puedan hacerse valoraciones o juicios que hayan sido objeto de debate en el 

respectivo proceso de tutela, pues ello implicaría reabrir una controversia que ya ha concluido, 
en detrimento de la seguridad jurídica y el principio de cosa juzgada.  

 
En este orden de ideas, la autoridad que adelante el incidente de desacato se debe limitar a 

verificar los siguientes aspectos: (i) a quién se dirigió la orden, (ii) en qué término debía 
ejecutarse, (iii) el alcance de la misma, (iv) si efectivamente existió incumplimiento parcial o 

integral de la orden dictada en la sentencia, y de ser el caso (v) cuáles fueron las razones por las 
que el accionado no obedeció lo ordenado dentro del proceso.  

 
Empero, esta Corporación ha admitido en determinados eventos la posibilidad de que el juez 

instructor del desacato module las órdenes de tutela –particularmente tratándose de órdenes 
complejas en tanto no pueden materializarse inmediatamente y precisan del concurso de varios 

sujetos o entidades (v.gr. asuntos de política pública)– en el sentido de que incluya una orden 
adicional a la principal o modifique la misma en sus aspectos accidentales –es decir, en lo 

relacionado con las condiciones de tiempo, modo y lugar–, siempre y cuando ello sea 
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imprescindible para asegurar el goce efectivo de los derechos fundamentales amparados en sede 
de tutela, respetando el principio de cosa juzgada y sin alterar el contenido esencial de lo decidido 

originalmente, de conformidad con los siguientes parámetros o condiciones de hecho:  
 

(a) Porque la orden original nunca garantizó el goce efectivo del derecho fundamental tutelado, 
o lo hizo en un comienzo pero luego devino inane; 

 
(…) 

 
Por otra parte, en el proceso de verificación que adelanta el juez del desacato, es menester analizar, 

conforme al principio constitucional de buena fe, si el conminado a cumplir la orden se encuentra 
inmerso en una circunstancia excepcional de fuerza mayor, caso fortuito o imposibilidad absoluta 

jurídica o fáctica para conducir su proceder según lo dispuesto en el fallo de tutela. Bajo esa óptica, 
no habría lugar a imponer una sanción por desacato en los casos en que (i) la orden de tutela no ha 

sido precisa, porque no se determinó quién debía cumplirla o porque su contenido es difuso, y/o (ii) 
el obligado ha adoptado alguna conducta positiva tendiente a cumplir la orden de buena fe, pero 

no se le ha dado la oportunidad de hacerlo. 
 

En este contexto cobra vertebral importancia un juicio adecuado en torno a la responsabilidad 
subjetiva en cabeza del destinatario de la orden de tutela, pues no basta con constatar el 

incumplimiento o el cumplimiento defectuoso para dar por supuesta una actitud indolente por parte 
del mismo. Es por esto que se ha sostenido que “al ser el desacato un mecanismo de coerción que 

surge en virtud de las facultades disciplinaria de los jueces a partir de las cuales pueden imponer 
sanciones consistentes en multas o arresto, éstas tienen que seguir los principios del derecho 

sancionador”. 
 

De allí se desprende que corresponde a la autoridad competente verificar si efectivamente existe 
una responsabilidad subjetiva en el incumplimiento de la orden judicial –lo que, a su vez, conlleva 

examinar si se da un nexo causal fundado en la culpa o el dolo entre el comportamiento del 
demandado y el resultado– pues si no hay contumacia o negligencia comprobadas –se insiste– no 

puede presumirse la responsabilidad por el solo hecho del incumplimiento y, por lo tanto, no es 
procedente la sanción.  

 
En la misma línea, es constante y reiterada la jurisprudencia constitucional en el sentido de que, por 

inscribirse en el ejercicio del poder jurisdiccional sancionatorio, la vía incidental del desacato exige 
una plena observancia del debido proceso, por lo que el juez instructor debe respetar las garantías 

de los involucrados y concentrarse en determinar en estricto derecho lo relativo al cumplimiento, 
toda vez que “[s]i el incidente de desacato finaliza con decisión condenatoria, puede haber vía de 

hecho si no aparece la prueba del incumplimiento, o no hay responsabilidad subjetiva”, al paso que 



 
 
 

 

 
 Bogotá D.C. – Colombia – info@adcabogados.co 

…… 
 

ALEJANDRO DÍAZ CASTAÑO 
 Abogados  

8 

“[s]i el auto que decide el desacato absuelve al inculpado, se puede incurrir en vía de hecho si la 
absolución es groseramente ilegal.” 

 
La garantía del debido proceso en el marco del trámite incidental del desacato, ha sido 

caracterizada por vía jurisprudencial en los siguientes términos:  
 

“[N]o puede olvidarse que la observancia del debido proceso es perentoria durante el trámite 
incidental, lo cual presume que el juez, sin desconocer que debe tramitarse al igual que la tutela 

de manera expedita, no puede descuidar la garantía del derecho al debido proceso y el derecho 
de defensa. Debe (1) comunicar al incumplido sobre la iniciación del mismo y darle la 

oportunidad para que informe la razón por la cual no ha dado cumplimiento a la orden y presente 
sus argumentos de defensa. Es preciso decir que el responsable podrá alegar dificultad grave para 

cumplir la orden, pero sólo en el evento en que ella sea absolutamente de imposible cumplimiento, 
lo cual debe demostrar por cualquier medio probatorio; así mismo, debe (2) practicar las pruebas 

que se le soliciten y las que considere conducentes son indispensables para adoptar la decisión; 
(3) notificar la decisión; y, en caso de que haya lugar a ello, (4) remitir el expediente en consulta 

ante el superior.”  
 

Acerca de la finalidad que persigue el incidente de desacato, la postura que de vieja data ha 
acogido la Sala Plena de esta Corte y que se ha mantenido es que, si bien una de las consecuencias 

derivadas de este trámite incidental es la imposición de sanciones por la desobediencia frente a 
la sentencia, su auténtico propósito es lograr el cumplimiento efectivo de la orden de tutela 

pendiente de ser ejecutada; de suerte que no se persigue reprender al renuente por el peso de la 
sanción en sí misma, sino que ésta debe entenderse como una forma para inducir que aquel 

encauce su conducta hacia el cumplimiento, a través de una medida de reconvención cuya 
objetivo no es otro que auspiciar la eficacia de la acción impetrada y, con ella, la reivindicación 

de los derechos quebrantados. 
 

(…) 
 

En síntesis: el incidente de desacato es un instrumento procesal para garantizar el goce efectivo de 
los derechos fundamentales amparados mediante la acción de tutela, que tiene lugar cuando el 

obligado a cumplir una orden de tutela no lo hace. En este trámite incidental, el juez constitucional, 
en ejercicio de sus potestades disciplinarias, puede sancionar con arresto o multa a quien con 

responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes judiciales encaminadas a restaurar el derecho 
vulnerado, lo cual debe efectuarse con plena observancia del debido proceso de los intervinientes 

y dentro de los márgenes trazados por la decisión de amparo” (ibídem) (énfasis agregado).  
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SUSTENTO DE LA SOLICITUD 
 
RÉGIMEN PROCESAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA. El artículo 2.2.3.1.1.3 del Decreto 1069 
de 2015, en su inciso 1º establece que [para] la interpretación de las disposiciones sobre 
trámite de la acción de tutela previstas por el Decreto 2591 de 1991 se aplicarán los principios 
generales del Código General del Proceso, en todo aquello en que no sean contrarios a dicho 
Decreto. (…) (énfasis agregado). 
 
Acudo en esta oportunidad a las reglas que, debiendo ser consideradas para la correcta 
administración de justicia en sede de tutela, son de aplicación en el caso de marras acudo 
según están contenidas en los artículos 3, 15, 16, 19, 20, el inciso 2º del artículo 21, así como 
los artículos 22, incisos 1º y 2º parcial del artículo 23, el artículo 27, 52 y el inciso 1º del 
artículo 53 del Decreto Ley 2591 de 1991 vistas a la luz de las previsiones de los artículos 2, 
8 parcial, 11, 42 parcial, 97 inciso 1º, de los que se extraen los siguientes apartes:  
 

“El trámite de la acción de tutela se desarrollará con arreglo a los principios de publicidad, 

prevalencia del derecho sustancial, economía, celeridad y eficacia (Decreto 2591 de 1991, 
artículo 3);  
 
”Los plazos son perentorios o improrrogables” (ejusdem, artículo 15, § 2);  
 
”Las providencias que se dicten se notificarán a las partes o intervinientes, por el medio que el juez 

considere más expedito y eficaz” (ejusdem, artículo 16);   
 

”El juez podrá requerir informes (…). La omisión injustificada de enviar esas pruebas al juez 
acarreará responsabilidad. El plazo para informar será de uno a tres días, y se fijará según sean la 

índole del asunto, la distancia y la rapidez de los medios de comunicación. Los informes se 
considerarán rendidos bajo juramento” (ejusdem, artículo 19, parcial); 
 
”Si el informe no fuere rendido dentro del plazo correspondiente, se tendrán por ciertos los hechos 

y se entrará a resolver de plano, salvo que el juez estime necesaria otra averiguación previa” 
(ejusdem, artículo 20);  
 
”En todo caso, el juez podrá fundar su decisión en cualquier medio probatorio para conceder o 

negar la tutela” (ejusdem, artículo 21, § 2); 
 

”El juez, tan pronto llegue al convencimiento respecto de la situación litigiosa, podrá proferir el 
fallo, sin necesidad de practicar las pruebas solicitadas” (ejusdem, artículo 22); 
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”Cuando la solicitud se dirija contra una acción de la autoridad el fallo que conceda la tutela tendrá 
por objeto garantizar al agraviado el pleno goce de su derecho, y volver al estado anterior a la 

violación, cuando fuere posible. Cuando lo impugnado hubiere sido la denegación de un acto o 
una omisión, el fallo ordenara realizarlo o desarrollar la acción adecuada, para lo cual se otorgará 

un plazo prudencial perentorio. Si la autoridad no expide el acto administrativo de alcance 
particular y lo remite al juez en el término de 48 horas, éste podrá disponer lo necesario para que 

el derecho sea libremente ejercido sin más requisitos; (…)”  (ejusdem, artículo 23 § 2 y 3 parcial); 
 

”Proferido el fallo que concede la tutela, la autoridad responsable del agravio deberá cumplirla sin 
demora. Si no lo hiciere dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, el juez se dirigirá al superior 

del responsable y le requerirá para que lo haga cumplir y abra el correspondiente procedimiento 
disciplinario contra aquél. Pasadas otras cuarenta y ocho horas, ordenara abrir proceso contra el 

superior que no hubiere procedido conforme a lo ordenado y adoptará directamente todas las 
medidas para el cabal cumplimiento del mismo. El juez podrá sancionar por desacato al responsable 

y al superior hasta que cumplan su sentencia. Lo anterior sin perjuicio de la responsabilidad penal 
del funcionario en su caso. En todo caso, el juez establecerá los demás efectos del fallo para el caso 

concreto y mantendrá la competencia hasta que este completamente restablecido el derecho o 
eliminadas las causas de la amenaza” (ejusdem, artículo 27); 

 
”La persona que incumpliere una orden de un juez proferida con base en el presente decreto 

incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios 
mínimos mensuales, salvo que en este decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica 

distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar. La sanción será impuesta por el 
mismo juez mediante trámite incidental y será consultada al superior jerárquico quien decidirá 

dentro de los tres días siguientes si debe revocarse la sanción” (ejusdem, artículo 52); 
 

El que incumpla el fallo de tutela o el juez que incumpla las funciones que le son propias de 
conformidad con este decreto incurrirá, según el caso, en fraude a resolución judicial, prevaricato 

por omisión o en las sanciones penales a que hubiere lugar (ejusdem, artículo 53, § 1). (énfasis 
y subrayas agregados).  
 
“Toda persona o grupo de personas tiene derecho a la tutela jurisdiccional efectiva para el ejercicio 

de sus derechos y la defensa de sus intereses, con sujeción a un debido proceso de duración 
razonable. Los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento injustificado 

será sancionado“ (Ley 1564 de 2012 -CGP, artículo 2); 
 

“Con excepción de los casos expresamente señalados en la ley, los jueces deben adelantar los 
procesos por sí mismos y son responsables de cualquier demora que ocurra en ellos si es ocasionada 

por negligencia suya“ (ejusdem, artículo 8, § 2); 
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“Al interpretar la ley procesal el juez deberá tener en cuenta que el objeto de los procedimientos 
es la efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial. Las dudas que surjan en la 

interpretación de las normas del presente código deberán aclararse mediante la aplicación de los 
principios constitucionales y generales del derecho procesal garantizando en todo caso el debido 

proceso, el derecho de defensa, la igualdad de las partes y los demás derechos constitucionales 
fundamentales. El juez se abstendrá de exigir y de cumplir formalidades innecesarias“ (ejusdem, 
artículo 11);  
 

“Son deberes del juez: 1. Dirigir el proceso, velar por su rápida solución, presidir las audiencias, 
adoptar las medidas conducentes para impedir la paralización y dilación del proceso y procurar la 

mayor economía procesal. 2. Hacer efectiva la igualdad de las partes en el proceso, usando los 
poderes que este código le otorga. 3. Prevenir, remediar, sancionar o denunciar por los medios que 

este código consagra, los actos contrarios a la dignidad de la justicia, lealtad, probidad y buena fe 
que deben observarse en el proceso, lo mismo que toda tentativa de fraude procesal. 4. Emplear 

los poderes que este código le concede en materia de pruebas de oficio para verificar los hechos 
alegados por las partes. 6. Decidir aunque no haya ley exactamente aplicable al caso controvertido, 

o aquella sea oscura o incompleta, para lo cual aplicará las leyes que regulen situaciones o materias 
semejantes, y en su defecto la doctrina constitucional, la jurisprudencia, la costumbre y los 

principios generales del derecho sustancial y procesal. 7. Motivar la sentencia y las demás 
providencias, salvo los autos de mero trámite. La sustentación de las providencias deberá también 

tener en cuenta lo previsto en el artículo 7º sobre doctrina probable. 8. Dictar las providencias dentro 
de los términos legales, fijar las audiencias y diligencias en la oportunidad legal y asistir a ellas. 15. 

Los demás que se consagren en la ley” (ejusdem, artículo 42.1, .2, .3, .4, .6, .7, .8 y .15);  
 

“La falta de contestación de la demanda o de pronunciamiento expreso sobre los hechos y 
pretensiones de ella, o las afirmaciones o negaciones contrarias a la realidad, harán presumir ciertos 

los hechos susceptibles de confesión contenidos en la demanda, salvo que la ley le atribuya otro 
efecto” (ejusdem, artículo 97 § 1) (énfasis agregados); 

 
TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. Nuestro ordenamiento procesal tiene establecido que 
todas las personas tienen derecho (...) a la tutela jurisdiccional efectiva para el ejercicio de sus 
derechos y la defensa de sus intereses, con sujeción a un debido proceso de duración 
razonable. Los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento 
injustificado será sancionado.  (CGP, artículo 2º). Por su parte, la jurisprudencia constitucional 
ha señalado que: 
 

“En palabras de este Tribunal, el derecho –fundamental- a la tutela judicial efectiva “se traduce en 
la posibilidad, reconocida a todas las personas residentes en Colombia de poder acudir en 

condiciones de igualdad ante los jueces y tribunales de justicia, para propugnar por la integridad del 
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orden jurídico y por la debida protección o el restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos, 
con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y con plena observancia de las 

garantías sustanciales y procedimentales previstas en las leyes.” 
  

El concepto de “efectividad” que acompaña este derecho supone que el acceso a la justicia no se 
circunscribe a la existencia de mecanismos nominales para poner en marcha la administración de 

justicia, sino que exige un esfuerzo institucional para restablecer el orden jurídico y garantizar la 
prevalencia del derecho sustancial (art. 228 CP).  

  
La Corte ha explicado que la tutela judicial efectiva también hace parte del núcleo esencial del 

debido proceso (art. 29 CP) y desde esta perspectiva se proyecta como derecho fundamental de 
aplicación inmediata que “se garantiza a través de las distintas acciones y recursos que el 

ordenamiento jurídico ha previsto para la protección de los derechos” (sentencia, C-086 de 
2016) (énfasis agregado).  

 
PRIMACÍA DEL DERECHO SUSTANCIAL SOBRE LAS FORMAS. En la actividad propia a sus 
deberes de orden constitucional y legal, el juez ha interpretar la ley procesal teniendo en 
cuenta que el objeto de los procedimientos es la efectividad de los derechos reconocidos por 
la ley sustancial. (…). El juez se abstendrá de exigir y de cumplir formalidades innecesarias 
(CGP, artículo 11) (énfasis agregado).  
 
OBLIGATORIO CUMPLIMIENTO DEL ORDENAMIENTO PROCESAL. Tiene establecido el 
legislador nacional que [las] normas procesales son de orden público y, por consiguiente, de 
obligatorio cumplimiento, y en ningún caso  podrán ser derogadas, modificadas o sustituidas 
por los funcionarios (…) (Ibídem, artículo 13) (énfasis agregado). 
 
PERENTORIEDAD DE LOS TÉRMINOS. TUTELA COMO MECANISMO PREFERENTE Y 
SUMARIO E INFORMAL. El pluricitado ordenamiento adjetivo asignó a los jueces, el deber 
expreso de dirigir el proceso, velar por su rápida solución (…), adoptar las medidas 
conducentes para impedir la paralización y dilación del proceso y procurar la mayor economía 
procesal;  y  (…) dictar las providencias dentro de los términos legales, (…) (Ibídem, artículo 
42).  
 
CELERIDAD. El artículo 1º de la Ley 1285 de 2009, que modificó el artículo 4º de las Ley 1270 
de 1996 estableció:   
 

“La administración de justicia debe ser pronta, cumplida y eficaz en la solución de fondo de los 
asuntos que se sometan a su conocimiento. Los términos procesales serán perentorios y de estricto 

cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales. Su violación injustificada constituye causal 
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de mala conducta, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar. Lo mismo se aplicará 
respecto de los titulares de la función disciplinaria. (…)” (énfasis agregado). 

 
PLAZO DE DIEZ DÍAS PARA RESOLVER EL INCIDENTE DE DESACATO. La sentencia C-367 
de 2014 estableció este plazo como sigue:  
 

“El artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 no fija un término determinado o determinable para 
resolver el trámite incidental de desacato a un fallo de tutela, lo que, tratándose de un elemento 

esencial para armonizar con la Constitución implica la existencia de una omisión legislativa relativa. 
Al regular la Constitución la acción de tutela, en su artículo 86, y precisar que tanto la protección 

de los derechos como el cumplimiento de los fallos deben ser inmediatos, y disponer que dicha 
inmediatez no debe superar los diez días, de este mandato se sigue que para resolver el trámite 

incidental de desacato a un fallo de tutela no habrán de transcurrir más de diez días, contados desde 
su apertura” (sentencia C-367 de 2014). 

 
JUEZ COMO DIRECTOR DEL PROCESO. En el contexto del derecho a acceder a la 
administración de justicia que tenemos todos los colombianos y de acuerdo con las 
previsiones de nuestro ordenamiento procesal, corresponde a los jueces de la República, 
adelantar los procesos por sí mismos y [ser] responsables de cualquier demora que ocurra en 
ellos si es ocasionada por negligencia suya (Óp. Cit.) debiendo además:  
 

“Prevenir, remediar, sancionar o denunciar por los medios que este código consagra, los actos 

contrarios a la dignidad de la justicia, lealtad, probidad y buena fe que deben observarse en el 
proceso, lo mismo que toda tentativa de fraude procesal. Emplear los poderes que este código le 

concede en materia de pruebas de oficio para verificar los hechos alegados por las partes. (…) 
Decidir aunque no haya ley exactamente aplicable al caso controvertido, o aquella sea oscura o 

incompleta, para lo cual aplicará las leyes que regulen situaciones o materias semejantes, y en su 
defecto la doctrina constitucional, la jurisprudencia, la costumbre y los principios generales del 

derecho sustancial y procesal. Motivar la sentencia y las demás providencias, salvo los autos de 
mero trámite.” (Ibídem artículo 8º) (énfasis agregado). 

 
TRÁMITE DE CUMPLIMIENTO E INCIDENTE DE DESACATO. SIMULTANEIDAD. Al memorar 
las particularidades del incidente de desacato, la jurisprudencia de revisión de tutela de la 
Corte Constitucional ha considerado que:  
 

“6.1 El desacato a los fallos de tutela es regulado por los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991. 

En desarrollo de lo previsto en esas normas, la Corte Constitucional ha identificado las siguientes 
características del mismo: 
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6.1.1 Se tramita mediante un incidente, que debe respetar el debido proceso de la persona o 
autoridad contra quien se ejerce. Por ello, quien presuntamente está incumpliendo un fallo: (i) debe 

ser notificado sobre la iniciación del trámite; (ii) se deben practicar las pruebas que resulten 
necesarias para adoptar la decisión correspondiente; (iii) la providencia que le resuelva finalmente 

el trámite debe ser notificada, y si la decisión es sancionatoria, (iv) se debe remitir el expediente en 
consulta ante el superior. 

  
6.1.2 Es un procedimiento disciplinario. En este sentido, al investigado se le deben respetar las 

garantías que el derecho sancionador consagra a favor del disciplinado, especialmente, la 
prohibición de presumir su responsabilidad por el solo hecho del incumplimiento. Por lo tanto, para 

poder imponer la sanción, debe comprobarse la responsabilidad subjetiva de la persona o autoridad 
según sea el caso, lo que se traduce en una negligencia frente al cumplimiento de las órdenes de 

tutela. 
  

6.1.3 Ahora bien, el objetivo del desacato no es solo imponer una sanción, sino también el pleno 
restablecimiento del derecho fundamental que se encontró vulnerado. Esto significa que, su trámite 

afecta directa y definitivamente en la garantía del acceso a la administración de justicia de quien 
obtuvo un amparo tutelar. 

  
6.2 Esa última característica ha exigido diferenciar el trámite de cumplimiento de las sentencias de 

tutela frente al incidente de desacato. Sobre este punto, la jurisprudencia constitucional ha 
encontrado que aunque se trata de dos mecanismos diferentes, pueden ser tramitados de forma 

simultánea o sucesiva para lograr que el demandado ejecute la orden de tutela, por el impulso 
procesal inherente al trámite de cumplimiento, o bien como resultado del examen de la 

responsabilidad subjetiva del renuente. En palabras de la Corte, tales mecanismos se distinguen por 
lo siguiente: 

  
“i) El cumplimiento es obligatorio, hace parte de la garantía constitucional; el desacato 

es incidental, se trata de un instrumento disciplinario de creación legal. 
  

ii) La responsabilidad exigida para el cumplimiento es objetiva, la exigida para el 
desacato es subjetiva. 

  
iii) La competencia y las circunstancias para el cumplimiento de la sentencia se basan 

en los artículos 27 y 23 del decreto 2591 de 1991. La base legal del desacato está en 
los artículos 52 y 27 del mencionado decreto. Es decir que en cuanto al respaldo 

normativo, existen puntos de conjunción y de diferencia. 
  

iv) El desacato es a petición de parte interesada; el cumplimiento es de oficio, aunque 
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v) puede ser impulsado por el interesado o por el Ministerio Público. 

  
vi) El trámite del cumplimiento no es un prerrequisito para el desacato, ni el trámite del 

desacato es la vía para el cumplimiento. Son dos cosas distintas el cumplimiento y el 
desacato. Puede ocurrir que a través del trámite de desacato se logre el cumplimiento, 

pero esto no significa que la tutela no cumplida sólo tiene como posibilidad el 
incidente de desacato.” 

  
6.3 Así las cosas, el trámite de cumplimiento de una acción de tutela y el incidente de desacato 

son figuras jurídicas distintas, pero con un objetivo común, que es asegurar la efectiva salvaguarda 
del derecho fundamental protegido. Por ello, el juez constitucional puede adelantarlos de forma 

paralela, “y adoptar las medidas que considere necesarias para forzar la satisfacción de las órdenes 
de amparo, en ejercicio de las facultades que, con ese objeto, le concedió el Decreto 2591 de 1991.” 

  
6.4 Teniendo claro lo anterior, la Sala señalará, cuáles son los límites y las facultades del juez 

constitucional durante el trámite del incidente de desacato. 
  

En términos generales, la labor de la autoridad judicial consiste en verificar: (i) a quién se dirigió la 
orden; (ii) en qué término debía ejecutarla; (iii) y el alcance de la misma. Luego, con ese marco de 

referencia, debe constatar (iv) si la orden fue cumplida, o si hubo un incumplimiento total o parcial 
y (v) las razones que motivaron el incumplimiento. Esto último, para establecer qué medidas resultan 

adecuadas para lograr la efectiva protección del derecho” (sentencia T-280 de 2017) (énfasis 
agregado). 

 
 

SUSTENTO DE LA SOLICITUD 
 
PRIMERO: Notificar en debida forma y por este medio, el proveído anunciado mediante el 
telegrama nº 1206 y hacerme conocer, también por este medio, la documenta allegada por la 
accionada, ello para estar en oportunidad de acatar el requerimiento que me dirigiera el 
despacho en esta oportunidad.  
 
SEGUNDO: Declarar frustrado el trámite de cumplimiento de la sentencia de tutela 
adelantado por el despacho por no ser oportuna ni apta, la conducta de la accionada frente a 
las órdenes de la providencia de primera instancia impartidas al siguiente tenor:  

 
“SEGUNDO: En consecuencia, ORDENAR al representante legal o quien haga sus veces de la 

empresa Liberty Seguros de Vida S.A. para que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a 
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la notificación del presente fallo, si aún no lo han hecho, proceda a dar  respuesta al derecho de 
petición elevado por el accionante el 26 de agosto de 2019, y a comunicársela en debida forma a 

la accionante. 
 

Del cumplimiento deberá informar de manera inmediata al juzgado.” 
 

TERCERO: Dar inicio formal al trámite incidental de desacato de conformidad con las 
disposiciones del Decreto 2591 de 1991 y la jurisprudencia de la Corte Constitucional: 
 
Lo anterior por cuanto mediante sentencia de primera instancia del 27 de septiembre de 2019 
su señoría ordenó a la accionada a (…) dar respuesta al derecho de petición elevado por el 
accionante el 26 de agosto de 2019, y que esta orden debía ser cumplida (…) dentro de las 
cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la sentencia. Por ello, las 
manifestaciones de los representantes de la accionad no son otra cosa que confesión de parte 
pues el cumplimiento debía acreditarse de (…) manera inmediata al juzgado, tal cual dispuso 
el señor juez.  
 
Que, en efecto, durante los días 31 de octubre, primero (1º) de noviembre y dos (2) de 
diciembre de los corrientes la incidentada remitió una serie de documentales con las que ha 
pretendido dar cumplimiento a la petición elevada el 26 de agosto de 2019. Documentales 
que son prueba del desacato de la accionada que estaría incurriendo en desacato de la 
sentencia de tutela del 27 de septiembre de 2019 y desatendiendo el requerimiento que le 
dirigiera el despacho mediante proveído del pasado 18 de octubre que mediante numeral 
primero (1º) le requirió (…) para que en el término de TRES(3) DÍAS, acredite el cumplimiento 
de la pluricitada sentencia de septiembre 27 de 2019.  
 
Es así como la accionada estaría desatendiendo también el requerimiento que le dirigiera el 
despacho mediante proveído del pasado 26 de noviembre que le requirió (…) para que en el 
término de las 48 horas siguientes a la comunicación de la presente providencia, (sic) se 
pronuncie (…) y acredite a este  el cumplimiento de la pluricitada sentencia de septiembre 27 
de 2019, emitida por esta sede judicial. 
 
A la fecha, la incidentada no ha permitido el acceso documental solicitado ya que lo que ha 
enviado es una serie de documentos ilegibles o incompletos. Documentales obrantes a partir 
del folio 45 hasta el folio 49, ilegibles. Documental obrante a folio 57, ilegible. La documental 
que obra en el folio 50 vuelto, es un certificado de vigencia del año 2002 pero de una póliza 
LATINVIDA de otra cliente. Es claro entonces que la accionada no ha respondido la expresa 
solicitud de mi mandante según le fuera elevada al siguiente tenor:  
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“QUINTA.- Se solicita la garantía de los derechos que comportan el Régimen General de Protección 
al Consumidor Financiero, en especial, la materialización de los derechos de acceso a la 

información; consulta y reclamación de mi mandante, en el sentido de permitir el acceso y examen 
físico y expedición de copias, dentro del término de diez (10) días establecido por la Ley 1755 de 

2015, de todos los documentos que obren en el expediente o expedientes que, directa o 
indirectamente contengan información de la póliza de vida individual seguro de vida con ahorro y 

participación de utilidades nº 4482 anterior LATINVIDA PAGOS LIMITADOS 26994 que incluya las 
condiciones generales de la misma” (énfasis agregado).    

 
En una respuesta suscrita el dos (2) de diciembre de 2019, la accionada ha dirigido una tabla 
con la relación de unas cifras que no obstante se inconsecuentes con LA PÓLIZA de mi 
mandante, esto es, con las proyecciones y rendimientos prometidos por la aseguradora, 
mismas que hacen parte del contrato suscrito entre las partes, no son suficientes para responder 
la solicitud que le dirigiera la consumidora financiera el 26 de agosto de 2019, así: 
 

“CUARTA.- Se solicita la garantía de los derechos que comportan el Régimen General de Protección 

al Consumidor Financiero, en especial, la materialización de los derechos a la información y a la 
educación financiera de mi poderdante mediante la expedición de un informe que dé cuenta de 

todos los movimientos o novedades desde su suscripción y hasta la fecha, junto con la relación 
detallada de las explicaciones, aclaraciones o justificaciones de naturaleza jurídica, comercial, 

técnica y financiera, de cada movimiento o novedad relativos a la póliza de vida individual seguro 
de vida con ahorro y participación de utilidades nº 4482 anterior LATINVIDA PAGOS LIMITADOS 

26994, dentro de la cual es tomadora mi mandante y LIBERTY SEGUROS DE VIDA S.A. la 
aseguradora” (énfasis agregado).  

 
En una respuesta del primero (1º) de noviembre (folio 103) la accionada ha concluido que la 
solicitud de explicaciones sobre la anulación unilateral de la póliza de mi poderdante es 
irrelevante dado que la misma se encuentra rehabilitada. Lo cierto es que la explicación sobre 
migración de datos entre plataformas no explica en nada -no atiende lo pedido- lo ocurrido, 
ya que la referida migración de datos y consecuente error tecnológico no coinciden con las 
fechas en que a la asegurada le expidieron las certificaciones anteriores, pero tampoco explica 
la razón por la cual, no se le dio esa respuesta oportuna ni las razones por la cuales no se le 
notificó sobre ese error tecnológico.  
 
Debo recordar al despacho que por la naturaleza de las funciones que desarrolla en el 
mercado colombiano, a la accionante le corresponde guardar soportes de todas las incidencias 
de este tipo. De modo que si se trató de un error tecnológico, por qué no se envío una 
notificación a la cliente? por qué no se le indicó eso cuando la asegurada pidió explicaciones? 
por que ahora no envío la accionada los soportes que den cuenta de dicho incidente? en qué 
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momento descubrió el error y decidió rehabilitar la póliza de la accionante? Preguntas todas 
que han debido ser respondidas en atención de la petición SÉPTIMA de la petición del 26 de 
agosto de 2019. Transcribo:  
 

“SÉPTIMA.- Se solicita la garantía de los derechos que comportan el Régimen General de Protección 
al Consumidor Financiero, en especial, la materialización de los derechos de acceso a la 

información; consulta y reclamación de mi mandante, en el sentido de aclarar y definir el alcance 
de la comunicación enviada por Atención al Cliente el 15 de agosto de 2019, mediante correo 

electrónico y en los siguientes términos:  (…) Apreciado cliente, con el número de cedula y póliza 
que indica registra que su póliza esta anulada con fecha  

23/10/2018 (…) (énfasis agregado).” 
 

Por todo lo anterior, resulta evidente que la accionada no ha acatado el fallo de septiembre 
27 de 2019. Corresponde, señor juez, a la luz de las disposiciones del ordenamiento de tutela, 
que la conducta de la accionada obtenga los resultados establecidos contra la sistemática la 
deslealtad convencional, contra la falta de aprecio por la justicia de tutela o contra la incisiva 
tendencia al error que han campeado en el caso de marras.  
 
En consecuencia, ruego  que se surta la notificación debida y acá solicitada; que se declare  
frustrado el trámite de cumplimiento de la sentencia de tutela; y, que se dé inicio formal al  
trámite incidental de desacato de conformidad con las disposiciones del capítulo V del 
Decreto 2591 de 1991.   
 
 
Del señor juez, 
 
 
 
 
JOSÉ ALEJANDRO DÍAZ CASTAÑO 
C. C. Nº 79.953.252 de Bogotá 
T. P. Nº 305.849 del C. S. de la J.  
 
 
 
 



RE: RAD. 2019-1530 - MEMORIAL

Alejandro Díaz <adiaz@alejandrodiaz.co>
Fri 20 Dec 2019 12938 PM

To:  Juzgado 61 Civil Municipal - Bogota - Bogota D.C. <cmpl61bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>; Leonor Morales
Panqueva <leonortv3@yahoo.com>; notificaciones@segurosbolivar.com <notificaciones@segurosbolivar.com>
Cc:  omaira.ramirez@segurosbolivar.com <omaira.ramirez@segurosbolivar.com>

1 attachments (227 KB)

RAD. 19-1530-MEMORIAL.pdf;

Honorable Juez
ALEJANDRO DIMATÉ CAMPOS
Juez sesenta y uno -61- civil municipal de oralidad de Bogotá 

JUZGADO CUARENTA Y TRES -43- DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIA
MÚLTIPLE – TRANSITORIAMENTE
Edificio Hernando Morales Molina Piso 14 – cmpl61bt@cendoj.ramajudicial.gov.co

E.         S.         D.

Con el respeto acostumbrado y en atención al telegrama nº 1206 que informó la decisión del
despacho de que se me haga conocer (…) la documental allegada por la accionada (…) para que en

el término de cuarenta y ocho (48) horas manifieste si las razones del desacato persisten, so pena de

archivar el presente incidente, solicito:
 
PRIMERO: Notificar en debida forma y por este medio, el proveído anunciado mediante el telegrama
nº 1206 y hacerme conocer, también por este medio, la documental allegada por la accionada, ello
para estar en oportunidad de acatar el requerimiento que me dirigiera el despacho en esta
oportunidad. 
 
SEGUNDO: Declarar frustrado el trámite de cumplimiento de la sentencia adelantado por el
despacho por no ser oportuna ni apta, la conducta de la accionada frente a las órdenes de la tutela de
primera instancia. 
 
TERCERO: Dar inicio formal al trámite incidental de desacato de conformidad con las disposiciones
del Decreto 2591 de 1991 y la jurisprudencia de la Corte Constitucional:

MEMORIAL ADJUNTO

--
ALEJANDRO DÍAZ
adiaz@alejandrodiaz.co
Cel. 312 358 8146

Violence is the last refuge of the incompetent. -Isaac Asimov
 

mailto:cmpl61bt@cendoj.ramajudicial.gov.co


------------------
AVISO LEGAL. Este correo y la información contenida y/o adjunta al mismo es de carácter confidencial, exclusivamente
dirigida a su destinatario o a las personas autorizadas para recibirlo. Queda prohibida su copia, distribución o divulgación a
terceros sin la autorización previa y escrita del remitente. Si no es usted el destinatario de este correo y lo recibe por error,
se le pide hacerlo saber al emisor y proceder a su eliminación definitiva de su cuenta sin imprimirlo, copiarlo, o utilizarlo en
modo alguno.
 
LEGAL WARNING. This e-mail and the information contained and/or attached in it are confidential, exclusively addressed
to its recipient or the persons authorized to receive it. Any copying, disclosure or distribution to third parties, without prior
written authorization of the sender is prohibited. If you are not the intended recipient of this e-mail and receive it by mistake
please notify the sender and delete it without printing, copying or using it in any way.

De: Juzgado 61 Civil Municipal - Bogota - Bogota D.C. <cmpl61bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Enviado: miércoles, 18 de diciembre de 2019 5:17 p. m.
Para: Alejandro Díaz <adiaz@alejandrodiaz.co>
Asunto: RE: RAD. 2019-1530 - ATIENDE UN REQUERIMIENTO
 
Buenas tardes.
 
Por medio de la presente le notificamos el TELEGRAMA del INCIDENTE DE DESACATO No.
2019-1530 iniciado por Leonor Panqueva  contra Liberty Seguros de Vida S.A.
 
 
 
 
ADVERTENCIA: CONFORME LO DISPONE EN ARTICULO 291 EN CONCORDANCIA CON EL 612 C.G.P Y
199 DE LA LEY 1437 DE 2011;  LA NOTIFICACION POR CORREO ELECTRÓNICO HACE LAS VECES DE
NOTIFICACION PERSONAL.
 
Favor confirmar  el recibido de este mensaje
 
 
Cordialmente:
 
 
JUZGADO 43 DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MUTIPLES DE BOGOTA
ANTES JUZGADO 61 CIVIL MUNICIPAL DE BOGOTA
Tel: 3410803
Dir.: Carrera 10 No 14-33 Piso 14
Edificio Hernando Morales Molina
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Honorable Juez 
RUTH JOHANY SÁNCHEZ GÓMEZ 
Juez cuarenta y tres -43- de pequeñas causas y competencia múltiple de Bogotá  
Edificio Hernando Morales Molina Piso 14 – cmpl61bt@cendoj.ramajudicial.gov.co 
E. S. D. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
Con el respeto acostumbrado y en atención a la comunicación que informó la existencia de 
una decisión dentro del trámite incidental de la referencia, misma que me fue imposible 
consultar dada una irregularidad en su expedición y por la cual ingresó al despacho el pasado 
cuatro (4) de marzo de 2020 -según me fue informado por la empleada de atención-, solicito 
se tenga en cuenta las peticiones elevadas mediante memorial del 20 de diciembre de 2019, 
y de conformidad con la prueba que se aporta del desacato de la accionada. El presente 
memorial se integrará al escrito radicado mediante correo electrónico del 20 de diciembre de 
2019. 
 
 

ANTECEDENTES 
 

A. SOBRE EL TRÁMITE INCIDENTAL DE CUMPLIMIENTO DE LA SENTENCIA DEL 27 
DE SEPTIEMBRE DE 2019.- 
 

1. Mediante sentencia de tutela de primera instancia que no fue impugnado, la aseguradora 
accionada, se resolvió el amparo fundamental deprecado por mi mandante, impartiendo las 
siguientes órdenes:  
 

“SEGUNDO: En consecuencia, ORDENAR al representante legal o quien haga sus veces de la 

empresa Liberty Seguros de Vida S.A. para que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a 
la notificación del presente fallo, si aún no lo han hecho, proceda a dar  respuesta al derecho de 

petición elevado por el accionante el 26 de agosto de 2019, y a comunicársela en debida forma a 
la accionante. 

Referencia :        INCIDENTE - TUTELA Nº 2019-1530 
Accionante : LEONOR MORALES PANQUEBA 
Accionado : LIBERTY SEGUROS DE VIDA S.A. 
   

Solicita : COMPLEMENTA UN MEMORIAL Y 
APORTA PRUEBAS  
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Del cumplimiento deberá informar de manera inmediata al juzgado.” (Sentencia de tutela del 27 
de septiembre de 2019) (énfasis agregado).  

 
2. Entre las peticiones elevadas el 26 de agosto de 2019 y que fueron amparadas por la 
decisión del Juzgado Cuarenta y Tres -43- de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple de 
Bogotá mediante sentencia del 27 de septiembre de 2019, se relacionó:   
 

“CUARTA.- Se solicita la garantía de los derechos que comportan el Régimen General de Protección 

al Consumidor Financiero, en especial, la materialización de los derechos a la información y a la 
educación financiera de mi poderdante mediante la expedición de un informe que dé cuenta de 

todos los movimientos o novedades desde su suscripción y hasta la fecha, junto con la relación 
detallada de las explicaciones, aclaraciones o justificaciones de naturaleza jurídica, comercial, 

técnica y financiera, de cada movimiento o novedad relativos a la póliza de vida individual seguro 
de vida con ahorro y participación de utilidades nº 4482 anterior LATINVIDA PAGOS LIMITADOS 

26994, dentro de la cual es tomadora mi mandante y LIBERTY SEGUROS DE VIDA S.A. la 
aseguradora. 

 
QUINTA.- Se solicita la garantía de los derechos que comportan el Régimen General de Protección 

al Consumidor Financiero, en especial, la materialización de los derechos de acceso a la información; 
consulta y reclamación de mi mandante, en el sentido de permitir el acceso y examen físico y 

expedición de copias, dentro del término de diez (10) días establecido por la Ley 1755 de 2015, de 
todos los documentos que obren en el expediente o expedientes que, directa o indirectamente 

contengan información de la póliza de vida individual seguro de vida con ahorro y participación de 
utilidades nº 4482 anterior LATINVIDA PAGOS LIMITADOS 26994 que incluya las condiciones 

generales de la misma.” (Petición del 26 de agosto de 2019) (énfasis agregado). 
 
3. Mediante memorial del cuatro (4) de octubre de 2019, rogué en nombre de mi representada, 
que fueran impartidas las se impartan (…) las instrucciones correspondientes a fin de  que, de 
considerarlo necesario el despacho, se tramite el incidente de desacato en contra de la 
accionada a fin de lograr (…) el cese de la vulneración iusfundamental tutelada.  
  
4. El 18 de octubre de 2019, ese estrado judicial requirió (…) al accionante para que aporte el 
certificado de existencia y representación del accionado a fin de individualizar a la persona 
encargada de cumplir el fallo de tutela. 
 
5. El 24 de octubre siguiente, atendí oportunamente el requerimiento que me fue notificado 
mediante auto del 18 de octubre de 2019, aportado algunas documentales e informando la 
persistencia del incumplimiento de la accionada de la tutela del 27 de septiembre anterior.   
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6. El siete (7) de noviembre de 2019 su despacho requirió a la accionante para que (…) 
manifieste si las razones del desacato persisten, y de ser así, manifieste lo pertinente por escrito, 
so pena de tener por desistido el trámite incidental (…).  
 
7. El 15 de noviembre siguiente, atendí oportunamente el requerimiento que me fue notificado 
mediante auto del 18 de octubre de 2019, aportado algunas documentales e informando la 
persistencia del incumplimiento de la accionada de la tutela del 27 de septiembre anterior.   
 
8. El 18 de diciembre de 2019, se me comunicó mediante telegrama nº 1206 el requerimiento 
de acuerdo con el cual me correspondía informar al a quo (…) la documental allegada por la 
accionada (…) para que en el término de cuarenta y ocho (48) horas manifieste si las razones 
del desacato persisten, so pena de archivar el presente incidente, solicito: 
 

B. SOBRE EL RECLAMO DIRECTO ANTE LA ASEGURADORA Y EL AMPARO DEL 
DERECHO A ACCEDER A LAS DOCUMENTALES SOLICITADAS.-  

 
9. El 16 de octubre  de 2019, la acá accionante presentó ante la aseguradora y por cuenta del 
sistemático desconocimiento de sus derechos como consumidora financiera, el RECLAMO 
DIRECTO de que habla el artículo 58 de la Ley 1480 de 2011.  
 
10. El RECLAMO del 16 de octubre de 2019, incluyó una de las peticiones que fueron 
amparadas por el Juzgado Cuarenta y Tres -43- de Pequeñas Causas y Competencia Múltiple 
de Bogotá mediante sentencia del 27 de septiembre de 2019 y que no fue respondida por esa 
entidad, ni a pesar del amparo constitucional ni a pesar del trámite incidental de 
cumplimiento. Se peticionó:  
 

“TERCERA.- Se solicita a LIBERTY permitir el acceso, examen físico y expedición de copias de todos 
los documentos que obren en el expediente o expedientes que, directa o indirectamente contengan 

información de LA PÓLIZA en que se incluya las condiciones o el clausulado suscrito el 13 de 
marzo de 1997 de conformidad con los derechos de acceso a la información; consulta y reclamación 

de mi mandante y que le han sido sistemáticamente denegados.” (Reclamo del 16 de octubre de 
2019) (énfasis agregado).   

 
11. El 18 de febrero  de 2020,  mediante sentencia de tutela de segunda instancia, el Juzgado 
Once -11- Penal del Circuito de Bogotá con Funciones de Conocimiento amparó el derecho 
fundamental de petición de la acá accionante, vulnerado por la seguradora acá accionada, al 
actuar (…) con incuria frente a lo solicitado, por cuanto se pronunció en forma incompleta al 
no pronunciarse sobre la solicitud de acceso a la información requerida y remitir copias de 
la misma que resultan ininteligibles (Sentencia del 18 de febrero de 2020) (énfasis agregado). 
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C. SOBRE LA SOLICITUD DEL 20 DE DICIEMBRE DE 2019 Y SU COMPLEMENTACIÓN.-  
 
12. El 20 de diciembre de 2019, aporté la información solicitada e informé: 
 

“Por todo lo anterior, resulta evidente que la accionada no ha acatado el fallo de septiembre 
27 de 2019. Corresponde, señor juez, a la luz de las disposiciones del ordenamiento de 
tutela, que la conducta de la accionada obtenga los resultados establecidos contra la 
sistemática la deslealtad convencional, contra la falta de aprecio por la justicia de tutela o 
contra la incisiva tendencia al error que han campeado en el caso de marras.  
 
En consecuencia, ruego  que se surta la notificación debida y acá solicitada; que se declare  
frustrado el trámite de cumplimiento de la sentencia de tutela; y, que se dé inicio formal 
al  trámite incidental de desacato de conformidad con las disposiciones del capítulo V del 
Decreto 2591 de 1991.” 

 
13. Solicité respetuosamente al titular del despacho; y solicito hoy señora juez:  
 
PRIMERO: Notificar en debida forma y por este medio, el proveído anunciado mediante el 
telegrama nº 1206 y hacerme conocer, también por este medio, la documental allegada por la 
accionada, ello para estar en oportunidad de acatar el requerimiento que me dirigiera el 
despacho en esta oportunidad.  
 
SEGUNDO: Declarar frustrado el trámite de cumplimiento de la sentencia adelantado por el 
despacho por no ser oportuna ni apta, la conducta de la accionada frente a las órdenes de la 
tutela de primera instancia.  
 
TERCERO: Dar inicio formal al trámite incidental de desacato de conformidad con las 
disposiciones del Decreto 2591 de 1991 y la jurisprudencia de la Corte Constitucional: 
 

“El derecho fundamental de acceso a la administración de justicia se encuentra consagrado en el 

artículo 229 de la norma superior en los siguientes términos: Se garantiza el derecho de toda persona 
para acceder a la administración de justicia. La ley indicará en qué casos podrá hacerlo sin la 

representación de abogado. 
  

Este derecho ha sido entendido como la posibilidad reconocida a todas las personas de poder acudir, 
en condiciones de igualdad, ante las instancias que ejerzan funciones de naturaleza jurisdiccional 

que tengan la potestad de incidir de una y otra manera, en la determinación de los derechos que el 
ordenamiento jurídico les reconoce, para propugnar por la integridad del orden jurídico y por la 

debida protección o restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos, con estricta sujeción a 
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los procedimientos previamente establecidos y con plena observancia de las garantías sustanciales 
y procedimentales previstas en la Constitución y la ley. 

 
(…) 

 
Así las cosas, para la garantía del derecho a la prestación jurisdiccional es imprescindible garantizar 

la puerta de entrada al sistema de administración de justicia de los ciudadanos que concurren al 
aparato estatal en busca de la solución a sus conflictos, las garantías para transitar por el proceso y 

una salida satisfactoria de éste, según lo previsto por el ordenamiento jurídico, lo que comporta la 
materialización de los derechos a través del respaldo coactivo del Estado para el cumplimiento 

efectivo de las decisiones adoptadas en el curso del proceso” (sentencia T- 799 de 2011) (énfasis 
agregado). 

 
Por otro lado, sobre el cumplimiento de las providencias judiciales en tanto parte del derecho 
al acceso a la administración de justicia, un fallo de unificación de jurisprudencia reciente 
introdujo a nuestro ordenamiento jurídico las siguientes consideraciones: 
 

“El artículo 229 de la Constitución Política establece que el derecho de acceso a la justicia es la 

facultad que tiene toda persona de acudir, en igualdad de condiciones, a los jueces y tribunales y, 
en este sentido, poner en marcha la actividad jurisdiccional del Estado, con el fin de obtener la 

protección de sus derechos sustanciales, con estricta sujeción a los procedimientos previamente 
establecidos y con plena observancia de las garantías previstas en las leyes –debido proceso–. 

 
De conformidad con el mandato constitucional referido, la Corte Constitucional ha señalado que el 

Estado tiene tres obligaciones para que el acceso a la administración de justicia sea real y efectivo: 
 

Obligación de respetar el derecho a la administración de justicia, que se traduce en que el Estado 
debe abstenerse de adoptar medidas que impidan o dificulten el acceso a la justicia, o que resulten 

discriminatorias respecto de ciertos grupos. 
 

Obligación de proteger, que consiste en que el Estado adopte medidas orientadas a que terceros 
no puedan interferir u obstaculizar el acceso el acceso a la administración de justicia. 

 
Obligación de realizar, que conlleva que el Estado debe facilitar las condiciones para el disfrute 

del derecho al acceso a la administración de justicia y hacer efectivo el goce del mismo. 
 

En cuanto a las obligaciones del Estado en materia de acceso a la administración de justicia, el 
artículo 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece que “toda persona 

tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o 
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tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales 
reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención (…)  y, en consecuencia, 

corresponde al Estado “garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda 
decisión en que se haya estimado procedente el recurso.” 

 
En la misma dirección, el artículo 2 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos prescribe 

que “Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se compromete a garantizar que: (…) Las 
autoridades competentes cumplirán toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso.”. 

 
De igual manera, el cumplimiento de las providencias judiciales se erige como un componente del 

derecho fundamental al debido proceso, y así lo ha reconocido este Tribunal desde su jurisprudencia 
más temprana: 

 
“La ejecución de las sentencias es una de las más importantes garantías de la existencia y 

funcionamiento del Estado social y democrático de Derecho (CP art. 1) que se traduce en la final 
sujeción de los ciudadanos y los poderes públicos a la Constitución. El incumplimiento de esta 

garantía por parte de uno de los órganos del poder público constituye un grave atentado al Estado 
de Derecho. 

 
“El sistema jurídico tiene previstos diversos mecanismos (CP arts. 86 a 89) para impedir su 

autodestrucción. Uno de ellos es el derecho fundamental al cumplimiento de las sentencias 
comprendido en el núcleo esencial del derecho a un debido proceso público sin dilaciones 

injustificadas consagrado en el artículo 29 de la Constitución (CP. Preámbulo, arts. 1, 2, 6, 29 y 
86).” (se subraya) 

 
En efecto, acudir a las autoridades jurisdiccional quedaría desprovisto de sentido si, luego de 

agotadas las etapas previstas para cada trámite y emitida la decisión que desata el litigio, la parte 
vencida pudiera deliberadamente hacer tabla rasa de lo resuelto o cumplirlo de forma tardía o 

defectuosa, comprometiendo el derecho al debido proceso de la parte vencedora y perpetuando 
indefinidamente la afectación a sus bienes jurídicos. La jurisprudencia constitucional ha sostenido 

sobre el particular que “incumplir la orden dada por el juez constitucional en un fallo de tutela es 
una conducta de suma gravedad, porque (i) prolonga la vulneración o amenaza de un derecho 

fundamental tutelado y (ii) constituye un nuevo agravio frente a los derechos fundamentales a un 
debido proceso y de acceso a la justicia.” 

 
Bajo esa perspectiva, esta Corporación ha puesto de relieve que el derecho al acceso a la 

administración de justicia no se satisface sólo con la posibilidad de formular demandas ante 
tribunales competentes e imparciales, y que estos, a su vez, emitan decisiones definitivas en las 

cuales se resuelvan las controversias planteadas en relación con los derechos de las partes, sino que 
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se requiere que la decisión adoptada se cumpla; es decir, que tenga eficacia y produzca los efectos 
a los que está destinada. 

 
La razón de ser de ese atributo de eficacia que se predica de las decisiones judiciales está en la 

confianza depositada por los ciudadanos en el poder soberano del Estado a través del pacto político. 
A partir de ese momento, se espera que las autoridades legítimamente constituidas propendan por 

la efectividad de los derechos y velen por el mantenimiento del orden, escenario en el cual la función 
estatal de administrar justicia ocupa un lugar preponderante. La resolución de los conflictos 

connaturales a la vida en sociedad queda así en manos de las autoridades jurisdiccionales, cuyas 
decisiones son imperativas al punto que, de ser preciso, es válido recurrir a la fuerza para propiciar 

la obediencia por parte de los asociados que muestren renuencia frente a ellas. 
 

De lo anterior se desprende que “al incumplir una orden emitida dentro de un fallo judicial, se 
vulnera directamente los derechos constitucionales al debido proceso y al acceso a la administración 

de justicia de la persona a la cual resultó favorable la providencia.” 
 

Así, el derecho de acceso a la administración de justicia no se circunscribe exclusivamente al 
ejercicio del derecho de acción, sino que está inescindiblemente vinculado al debido proceso y a la 

expectativa de las partes de que, una vez en firme, la decisión judicial que pone fin a una 
controversia se materialice en debida forma. Desconocer esta premisa básica implicaría soslayar el 

carácter vinculante y coercitivo de las providencias judiciales, en detrimento no solo de los derechos 
fundamentales, sino del orden constitucional vigente” (sentencia SU-034 de 2018). 

 
Por su parte, en relación con el trámite incidental de desacato como mecanismo judicial para 
hacer cumplir las sentencias de tutela, la misma sentencia de unificación transcrita en 
precedencia recordó:   
 

“A partir de la creación de la acción de tutela por parte del Constituyente de 1991, el Decreto 2591 

del mismo año reglamentó este mecanismo judicial para salvaguardar las garantías constitucionales 
de las personas, dotándolo de singulares atributos para lograr su efectiva implementación, habida 

cuenta de que “[l]a protección de los derechos fundamentales a través de la acción de tutela 
resultaría inocua, si no existieran mecanismos ágiles y oportunos, que conlleven la utilización de 

instrumentos de coacción para obligar a la autoridad pública o al particular que los ha vulnerado o 
amenazado desconocerlos, a hacer cesar la acción o la omisión que constituye la transgresión o 

afectación de aquéllos, en obedecimiento de las órdenes impartidas en los fallos proferidos por el 
juez de tutela.” 

 
Con este enfoque, en el artículo 24 del mencionado Decreto Estatutario el legislador dispuso que “el 

fallo que conceda la tutela tendrá por objeto garantizar al agraviado el pleno goce de su derecho, y 
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volver al estado anterior a la violación, cuando fuere posible”. Según esto, al cabo del trámite 
preferente y sumario que sigue la demanda de amparo constitucional, corresponde al juez 

competente emitir un fallo en el que (i) identifique al peticionario y al sujeto de quien provenga la 
amenaza o vulneración; (ii) determine el derecho tutelado, (iii) imparta una orden y defina con 

precisión la conducta a cumplir con el fin de hacer efectivo el amparo, y (iv) fije un plazo 
perentorio para el cumplimiento de lo resuelto.  

 
En el capítulo V del mismo Decreto, dedicado a las Sanciones, se previó la figura del desacato como 

una infracción relacionada con el desobedecimiento a una providencia judicial dictada con ocasión 
de una acción de tutela, en los siguientes términos: 

 
“Artículo 52. Desacato. La persona que incumpliere una orden de un juez proferida con base en 

el presente Decreto incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa 
hasta de 20 salarios mínimos mensuales, salvo que en este decreto ya se hubiere señalado una 

consecuencia jurídica distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar. 
 

“La sanción será impuesta por el mismo juez mediante trámite incidental y será consultada al 
superior jerárquico quien decidirá dentro de los tres días siguientes si debe revocarse la sanción. 

La consulta se hará en el efecto devolutivo.” 
 

(…) 
 

En la misma oportunidad, la Corte sostuvo que “[l]a facultad del juez de imponer la sanción por el 
incumplimiento de tal orden [dictada dentro del trámite de la acción de tutela], debe entenderse 

inmersa dentro del contexto de sus poderes disciplinarios, asimilables a los que le concede al juez 
civil el numeral 2o. del artículo 39 del Código de Procedimiento Civil”; poderes correccionales 

justificados por el deber del juez de dirigir el desarrollo del proceso y por razones de interés público 
que van más allá del conflicto entre las partes. Concluyó, así, que “los poderes disciplinarios del 

juez, revisten un carácter correccional o punitivo, asimilable a la sanción de tipo penal”, según una 
interpretación armónica de los artículos 27 y 53 del mismo Decreto 2591 de 1991, al tenor del cual 

el incumplimiento al fallo de tutela podría llegar a tipificarse como el delito de fraude a resolución 
judicial, independientemente de la responsabilidad derivada del desacato. 

 
Pues bien: cuando el sujeto o autoridad responsable del agravio no da cumplimiento a lo resuelto 

dentro del término estipulado, el juez que obró como autoridad de primera instancia está llamado a 
hacer acatar la orden con el fin de garantizar la efectividad del derecho protegido, para lo cual 

puede, además de adoptar las medidas para propiciar el cumplimiento –conforme a lo previsto en 
el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991–, tramitar el incidente de desacato contra el obligado que 
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se muestre renuente a la observancia del fallo, tal como, desde muy temprano, lo ha reconocido la 
jurisprudencia constitucional: 

 
“El sistema jurídico tiene prevista una oportunidad y una vía procesal específica para obtener que 

los fallos de tutela se cumplan y para provocar que, en caso de no ser obedecidos, se apliquen 
sanciones a los responsables, las que pueden ser pecuniarias o privativas de la libertad, según lo 

contemplan los artículos 52 y 53 del Decreto 2591 de 1991. El incidente respectivo, al que se ha 
referido esta Corporación en varios fallos, tiene lugar precisamente sobre la base de que alguien 

alegue ante el juez competente que lo ordenado por la autoridad judicial con miras al amparo de 
los derechos fundamentales no se ha ejecutado, o se ha ejecutado de manera incompleta o 

tergiversando la decisión del fallador.”  
 

La tarea del juez que instruye un incidente de desacato consiste, entonces, en examinar si la 
orden proferida para la protección de un derecho fundamental fue cumplida, o no, por su 

destinatario, en la forma prevista en la respectiva decisión judicial. Esto excluye que en el trámite 
del desacato puedan hacerse valoraciones o juicios que hayan sido objeto de debate en el 

respectivo proceso de tutela, pues ello implicaría reabrir una controversia que ya ha concluido, 
en detrimento de la seguridad jurídica y el principio de cosa juzgada.  

 
En este orden de ideas, la autoridad que adelante el incidente de desacato se debe limitar a 

verificar los siguientes aspectos: (i) a quién se dirigió la orden, (ii) en qué término debía 
ejecutarse, (iii) el alcance de la misma, (iv) si efectivamente existió incumplimiento parcial o 

integral de la orden dictada en la sentencia, y de ser el caso (v) cuáles fueron las razones por las 
que el accionado no obedeció lo ordenado dentro del proceso.  

 
Empero, esta Corporación ha admitido en determinados eventos la posibilidad de que el juez 

instructor del desacato module las órdenes de tutela –particularmente tratándose de órdenes 
complejas en tanto no pueden materializarse inmediatamente y precisan del concurso de varios 

sujetos o entidades (v.gr. asuntos de política pública)– en el sentido de que incluya una orden 
adicional a la principal o modifique la misma en sus aspectos accidentales –es decir, en lo 

relacionado con las condiciones de tiempo, modo y lugar–, siempre y cuando ello sea 
imprescindible para asegurar el goce efectivo de los derechos fundamentales amparados en sede 

de tutela, respetando el principio de cosa juzgada y sin alterar el contenido esencial de lo decidido 
originalmente, de conformidad con los siguientes parámetros o condiciones de hecho:  

 
(a) Porque la orden original nunca garantizó el goce efectivo del derecho fundamental tutelado, 

o lo hizo en un comienzo pero luego devino inane; 
(…) 
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Por otra parte, en el proceso de verificación que adelanta el juez del desacato, es menester analizar, 
conforme al principio constitucional de buena fe, si el conminado a cumplir la orden se encuentra 

inmerso en una circunstancia excepcional de fuerza mayor, caso fortuito o imposibilidad absoluta 
jurídica o fáctica para conducir su proceder según lo dispuesto en el fallo de tutela. Bajo esa óptica, 

no habría lugar a imponer una sanción por desacato en los casos en que (i) la orden de tutela no ha 
sido precisa, porque no se determinó quién debía cumplirla o porque su contenido es difuso, y/o (ii) 

el obligado ha adoptado alguna conducta positiva tendiente a cumplir la orden de buena fe, pero 
no se le ha dado la oportunidad de hacerlo. 

 
En este contexto cobra vertebral importancia un juicio adecuado en torno a la responsabilidad 

subjetiva en cabeza del destinatario de la orden de tutela, pues no basta con constatar el 
incumplimiento o el cumplimiento defectuoso para dar por supuesta una actitud indolente por parte 

del mismo. Es por esto que se ha sostenido que “al ser el desacato un mecanismo de coerción que 
surge en virtud de las facultades disciplinaria de los jueces a partir de las cuales pueden imponer 

sanciones consistentes en multas o arresto, éstas tienen que seguir los principios del derecho 
sancionador”. 

 
De allí se desprende que corresponde a la autoridad competente verificar si efectivamente existe 

una responsabilidad subjetiva en el incumplimiento de la orden judicial –lo que, a su vez, conlleva 
examinar si se da un nexo causal fundado en la culpa o el dolo entre el comportamiento del 

demandado y el resultado– pues si no hay contumacia o negligencia comprobadas –se insiste– no 
puede presumirse la responsabilidad por el solo hecho del incumplimiento y, por lo tanto, no es 

procedente la sanción.  
 

En la misma línea, es constante y reiterada la jurisprudencia constitucional en el sentido de que, por 
inscribirse en el ejercicio del poder jurisdiccional sancionatorio, la vía incidental del desacato exige 

una plena observancia del debido proceso, por lo que el juez instructor debe respetar las garantías 
de los involucrados y concentrarse en determinar en estricto derecho lo relativo al cumplimiento, 

toda vez que “[s]i el incidente de desacato finaliza con decisión condenatoria, puede haber vía de 
hecho si no aparece la prueba del incumplimiento, o no hay responsabilidad subjetiva”, al paso que 

“[s]i el auto que decide el desacato absuelve al inculpado, se puede incurrir en vía de hecho si la 
absolución es groseramente ilegal.” 

 
La garantía del debido proceso en el marco del trámite incidental del desacato, ha sido 

caracterizada por vía jurisprudencial en los siguientes términos:  
 

“[N]o puede olvidarse que la observancia del debido proceso es perentoria durante el trámite 
incidental, lo cual presume que el juez, sin desconocer que debe tramitarse al igual que la tutela 

de manera expedita, no puede descuidar la garantía del derecho al debido proceso y el derecho 
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de defensa. Debe (1) comunicar al incumplido sobre la iniciación del mismo y darle la 
oportunidad para que informe la razón por la cual no ha dado cumplimiento a la orden y presente 

sus argumentos de defensa. Es preciso decir que el responsable podrá alegar dificultad grave para 
cumplir la orden, pero sólo en el evento en que ella sea absolutamente de imposible cumplimiento, 

lo cual debe demostrar por cualquier medio probatorio; así mismo, debe (2) practicar las pruebas 
que se le soliciten y las que considere conducentes son indispensables para adoptar la decisión; 

(3) notificar la decisión; y, en caso de que haya lugar a ello, (4) remitir el expediente en consulta 
ante el superior.”  

 
Acerca de la finalidad que persigue el incidente de desacato, la postura que de vieja data ha 

acogido la Sala Plena de esta Corte y que se ha mantenido es que, si bien una de las consecuencias 
derivadas de este trámite incidental es la imposición de sanciones por la desobediencia frente a 

la sentencia, su auténtico propósito es lograr el cumplimiento efectivo de la orden de tutela 
pendiente de ser ejecutada; de suerte que no se persigue reprender al renuente por el peso de la 

sanción en sí misma, sino que ésta debe entenderse como una forma para inducir que aquel 
encauce su conducta hacia el cumplimiento, a través de una medida de reconvención cuya 

objetivo no es otro que auspiciar la eficacia de la acción impetrada y, con ella, la reivindicación 
de los derechos quebrantados. 

 
(…) 

 
En síntesis: el incidente de desacato es un instrumento procesal para garantizar el goce efectivo de 

los derechos fundamentales amparados mediante la acción de tutela, que tiene lugar cuando el 
obligado a cumplir una orden de tutela no lo hace. En este trámite incidental, el juez constitucional, 

en ejercicio de sus potestades disciplinarias, puede sancionar con arresto o multa a quien con 
responsabilidad subjetiva desatienda las órdenes judiciales encaminadas a restaurar el derecho 

vulnerado, lo cual debe efectuarse con plena observancia del debido proceso de los intervinientes 
y dentro de los márgenes trazados por la decisión de amparo” (ibídem) (énfasis agregado).  

 
 

SUSTENTO DE LA SOLICITUD 
 
RÉGIMEN PROCESAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA. El artículo 2.2.3.1.1.3 del Decreto 1069 
de 2015, en su inciso 1º establece que [para] la interpretación de las disposiciones sobre 
trámite de la acción de tutela previstas por el Decreto 2591 de 1991 se aplicarán los principios 
generales del Código General del Proceso, en todo aquello en que no sean contrarios a dicho 
Decreto. (…) (énfasis agregado). 
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Acudo en esta oportunidad a las reglas que, debiendo ser consideradas para la correcta 
administración de justicia en sede de tutela, son de aplicación en el caso de marras acudo 
según están contenidas en los artículos 3, 15, 16, 19, 20, el inciso 2º del artículo 21, así como 
los artículos 22, incisos 1º y 2º parcial del artículo 23, el artículo 27, 52 y el inciso 1º del 
artículo 53 del Decreto Ley 2591 de 1991 vistas a la luz de las previsiones de los artículos 2, 
8 parcial, 11, 42 parcial, 97 inciso 1º, de los que se extraen los siguientes apartes:  
 

“El trámite de la acción de tutela se desarrollará con arreglo a los principios de publicidad, 

prevalencia del derecho sustancial, economía, celeridad y eficacia (Decreto 2591 de 1991, 
artículo 3);  
 
”Los plazos son perentorios o improrrogables” (ejusdem, artículo 15, § 2);  
 
”Las providencias que se dicten se notificarán a las partes o intervinientes, por el medio que el juez 

considere más expedito y eficaz” (ejusdem, artículo 16);   
 

”El juez podrá requerir informes (…). La omisión injustificada de enviar esas pruebas al juez 
acarreará responsabilidad. El plazo para informar será de uno a tres días, y se fijará según sean la 

índole del asunto, la distancia y la rapidez de los medios de comunicación. Los informes se 
considerarán rendidos bajo juramento” (ejusdem, artículo 19, parcial); 
 
”Si el informe no fuere rendido dentro del plazo correspondiente, se tendrán por ciertos los hechos 

y se entrará a resolver de plano, salvo que el juez estime necesaria otra averiguación previa” 
(ejusdem, artículo 20);  
 
”En todo caso, el juez podrá fundar su decisión en cualquier medio probatorio para conceder o 

negar la tutela” (ejusdem, artículo 21, § 2); 
 

”El juez, tan pronto llegue al convencimiento respecto de la situación litigiosa, podrá proferir el 
fallo, sin necesidad de practicar las pruebas solicitadas” (ejusdem, artículo 22); 
 
”Cuando la solicitud se dirija contra una acción de la autoridad el fallo que conceda la tutela tendrá 

por objeto garantizar al agraviado el pleno goce de su derecho, y volver al estado anterior a la 
violación, cuando fuere posible. Cuando lo impugnado hubiere sido la denegación de un acto o 

una omisión, el fallo ordenara realizarlo o desarrollar la acción adecuada, para lo cual se otorgará 
un plazo prudencial perentorio. Si la autoridad no expide el acto administrativo de alcance 

particular y lo remite al juez en el término de 48 horas, éste podrá disponer lo necesario para que 
el derecho sea libremente ejercido sin más requisitos; (…)”  (ejusdem, artículo 23 § 2 y 3 parcial); 
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”Proferido el fallo que concede la tutela, la autoridad responsable del agravio deberá cumplirla sin 
demora. Si no lo hiciere dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, el juez se dirigirá al superior 

del responsable y le requerirá para que lo haga cumplir y abra el correspondiente procedimiento 
disciplinario contra aquél. Pasadas otras cuarenta y ocho horas, ordenara abrir proceso contra el 

superior que no hubiere procedido conforme a lo ordenado y adoptará directamente todas las 
medidas para el cabal cumplimiento del mismo. El juez podrá sancionar por desacato al responsable 

y al superior hasta que cumplan su sentencia. Lo anterior sin perjuicio de la responsabilidad penal 
del funcionario en su caso. En todo caso, el juez establecerá los demás efectos del fallo para el caso 

concreto y mantendrá la competencia hasta que este completamente restablecido el derecho o 
eliminadas las causas de la amenaza” (ejusdem, artículo 27); 

 
”La persona que incumpliere una orden de un juez proferida con base en el presente decreto 

incurrirá en desacato sancionable con arresto hasta de seis meses y multa hasta de 20 salarios 
mínimos mensuales, salvo que en este decreto ya se hubiere señalado una consecuencia jurídica 

distinta y sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar. La sanción será impuesta por el 
mismo juez mediante trámite incidental y será consultada al superior jerárquico quien decidirá 

dentro de los tres días siguientes si debe revocarse la sanción” (ejusdem, artículo 52); 
 

El que incumpla el fallo de tutela o el juez que incumpla las funciones que le son propias de 
conformidad con este decreto incurrirá, según el caso, en fraude a resolución judicial, prevaricato 

por omisión o en las sanciones penales a que hubiere lugar (ejusdem, artículo 53, § 1). (énfasis 
y subrayas agregados).  
 
“Toda persona o grupo de personas tiene derecho a la tutela jurisdiccional efectiva para el ejercicio 

de sus derechos y la defensa de sus intereses, con sujeción a un debido proceso de duración 
razonable. Los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento injustificado 

será sancionado“ (Ley 1564 de 2012 -CGP, artículo 2); 
 

“Con excepción de los casos expresamente señalados en la ley, los jueces deben adelantar los 
procesos por sí mismos y son responsables de cualquier demora que ocurra en ellos si es ocasionada 

por negligencia suya“ (ejusdem, artículo 8, § 2); 
“Al interpretar la ley procesal el juez deberá tener en cuenta que el objeto de los procedimientos 

es la efectividad de los derechos reconocidos por la ley sustancial. Las dudas que surjan en la 
interpretación de las normas del presente código deberán aclararse mediante la aplicación de los 

principios constitucionales y generales del derecho procesal garantizando en todo caso el debido 
proceso, el derecho de defensa, la igualdad de las partes y los demás derechos constitucionales 

fundamentales. El juez se abstendrá de exigir y de cumplir formalidades innecesarias“ (ejusdem, 
artículo 11);  
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“Son deberes del juez: 1. Dirigir el proceso, velar por su rápida solución, presidir las audiencias, 
adoptar las medidas conducentes para impedir la paralización y dilación del proceso y procurar la 

mayor economía procesal. 2. Hacer efectiva la igualdad de las partes en el proceso, usando los 
poderes que este código le otorga. 3. Prevenir, remediar, sancionar o denunciar por los medios que 

este código consagra, los actos contrarios a la dignidad de la justicia, lealtad, probidad y buena fe 
que deben observarse en el proceso, lo mismo que toda tentativa de fraude procesal. 4. Emplear 

los poderes que este código le concede en materia de pruebas de oficio para verificar los hechos 
alegados por las partes. 6. Decidir aunque no haya ley exactamente aplicable al caso controvertido, 

o aquella sea oscura o incompleta, para lo cual aplicará las leyes que regulen situaciones o materias 
semejantes, y en su defecto la doctrina constitucional, la jurisprudencia, la costumbre y los 

principios generales del derecho sustancial y procesal. 7. Motivar la sentencia y las demás 
providencias, salvo los autos de mero trámite. La sustentación de las providencias deberá también 

tener en cuenta lo previsto en el artículo 7º sobre doctrina probable. 8. Dictar las providencias dentro 
de los términos legales, fijar las audiencias y diligencias en la oportunidad legal y asistir a ellas. 15. 

Los demás que se consagren en la ley” (ejusdem, artículo 42.1, .2, .3, .4, .6, .7, .8 y .15);  
 

“La falta de contestación de la demanda o de pronunciamiento expreso sobre los hechos y 
pretensiones de ella, o las afirmaciones o negaciones contrarias a la realidad, harán presumir ciertos 

los hechos susceptibles de confesión contenidos en la demanda, salvo que la ley le atribuya otro 
efecto” (ejusdem, artículo 97 § 1) (énfasis agregados); 

 
TUTELA JURISDICCIONAL EFECTIVA. Nuestro ordenamiento procesal tiene establecido que 
todas las personas tienen derecho (...) a la tutela jurisdiccional efectiva para el ejercicio de sus 
derechos y la defensa de sus intereses, con sujeción a un debido proceso de duración 
razonable. Los términos procesales se observarán con diligencia y su incumplimiento 
injustificado será sancionado.  (CGP, artículo 2º). Por su parte, la jurisprudencia constitucional 
ha señalado que: 
 

“En palabras de este Tribunal, el derecho –fundamental- a la tutela judicial efectiva “se traduce en 
la posibilidad, reconocida a todas las personas residentes en Colombia de poder acudir en 

condiciones de igualdad ante los jueces y tribunales de justicia, para propugnar por la integridad del 
orden jurídico y por la debida protección o el restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos, 

con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y con plena observancia de las 
garantías sustanciales y procedimentales previstas en las leyes.” 

  
El concepto de “efectividad” que acompaña este derecho supone que el acceso a la justicia no se 

circunscribe a la existencia de mecanismos nominales para poner en marcha la administración de 
justicia, sino que exige un esfuerzo institucional para restablecer el orden jurídico y garantizar la 

prevalencia del derecho sustancial (art. 228 CP).  
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La Corte ha explicado que la tutela judicial efectiva también hace parte del núcleo esencial del 
debido proceso (art. 29 CP) y desde esta perspectiva se proyecta como derecho fundamental de 

aplicación inmediata que “se garantiza a través de las distintas acciones y recursos que el 
ordenamiento jurídico ha previsto para la protección de los derechos” (sentencia, C-086 de 
2016) (énfasis agregado).  

 
PRIMACÍA DEL DERECHO SUSTANCIAL SOBRE LAS FORMAS. En la actividad propia a sus 
deberes de orden constitucional y legal, el juez ha interpretar la ley procesal teniendo en 
cuenta que el objeto de los procedimientos es la efectividad de los derechos reconocidos por 
la ley sustancial. (…). El juez se abstendrá de exigir y de cumplir formalidades innecesarias 
(CGP, artículo 11) (énfasis agregado).  
 
OBLIGATORIO CUMPLIMIENTO DEL ORDENAMIENTO PROCESAL. Tiene establecido el 
legislador nacional que [las] normas procesales son de orden público y, por consiguiente, de 
obligatorio cumplimiento, y en ningún caso  podrán ser derogadas, modificadas o sustituidas 
por los funcionarios (…) (Ibídem, artículo 13) (énfasis agregado). 
 
PERENTORIEDAD DE LOS TÉRMINOS. TUTELA COMO MECANISMO PREFERENTE Y 
SUMARIO E INFORMAL. El pluricitado ordenamiento adjetivo asignó a los jueces, el deber 
expreso de dirigir el proceso, velar por su rápida solución (…), adoptar las medidas 
conducentes para impedir la paralización y dilación del proceso y procurar la mayor economía 
procesal;  y  (…) dictar las providencias dentro de los términos legales, (…) (Ibídem, artículo 
42).  
 
CELERIDAD. El artículo 1º de la Ley 1285 de 2009, que modificó el artículo 4º de las Ley 1270 
de 1996 estableció:   
 

“La administración de justicia debe ser pronta, cumplida y eficaz en la solución de fondo de los 

asuntos que se sometan a su conocimiento. Los términos procesales serán perentorios y de estricto 
cumplimiento por parte de los funcionarios judiciales. Su violación injustificada constituye causal 

de mala conducta, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar. Lo mismo se aplicará 
respecto de los titulares de la función disciplinaria. (…)” (énfasis agregado). 

 
PLAZO DE DIEZ DÍAS PARA RESOLVER EL INCIDENTE DE DESACATO. La sentencia C-367 
de 2014 estableció este plazo como sigue:  
 

“El artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 no fija un término determinado o determinable para 
resolver el trámite incidental de desacato a un fallo de tutela, lo que, tratándose de un elemento 

esencial para armonizar con la Constitución implica la existencia de una omisión legislativa relativa. 
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Al regular la Constitución la acción de tutela, en su artículo 86, y precisar que tanto la protección 
de los derechos como el cumplimiento de los fallos deben ser inmediatos, y disponer que dicha 

inmediatez no debe superar los diez días, de este mandato se sigue que para resolver el trámite 
incidental de desacato a un fallo de tutela no habrán de transcurrir más de diez días, contados desde 

su apertura” (sentencia C-367 de 2014). 
 
JUEZ COMO DIRECTOR DEL PROCESO. En el contexto del derecho a acceder a la 
administración de justicia que tenemos todos los colombianos y de acuerdo con las 
previsiones de nuestro ordenamiento procesal, corresponde a los jueces de la República, 
adelantar los procesos por sí mismos y [ser] responsables de cualquier demora que ocurra en 
ellos si es ocasionada por negligencia suya (Óp. Cit.) debiendo además:  
 

“Prevenir, remediar, sancionar o denunciar por los medios que este código consagra, los actos 
contrarios a la dignidad de la justicia, lealtad, probidad y buena fe que deben observarse en el 

proceso, lo mismo que toda tentativa de fraude procesal. Emplear los poderes que este código le 
concede en materia de pruebas de oficio para verificar los hechos alegados por las partes. (…) 

Decidir aunque no haya ley exactamente aplicable al caso controvertido, o aquella sea oscura o 
incompleta, para lo cual aplicará las leyes que regulen situaciones o materias semejantes, y en su 

defecto la doctrina constitucional, la jurisprudencia, la costumbre y los principios generales del 
derecho sustancial y procesal. Motivar la sentencia y las demás providencias, salvo los autos de 

mero trámite.” (Ibídem artículo 8º) (énfasis agregado). 
 
TRÁMITE DE CUMPLIMIENTO E INCIDENTE DE DESACATO. SIMULTANEIDAD. Al memorar 
las particularidades del incidente de desacato, la jurisprudencia de revisión de tutela de la 
Corte Constitucional ha considerado que:  
 

“6.1 El desacato a los fallos de tutela es regulado por los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991. 
En desarrollo de lo previsto en esas normas, la Corte Constitucional ha identificado las siguientes 

características del mismo: 
  

6.1.1 Se tramita mediante un incidente, que debe respetar el debido proceso de la persona o 
autoridad contra quien se ejerce. Por ello, quien presuntamente está incumpliendo un fallo: (i) debe 

ser notificado sobre la iniciación del trámite; (ii) se deben practicar las pruebas que resulten 
necesarias para adoptar la decisión correspondiente; (iii) la providencia que le resuelva finalmente 

el trámite debe ser notificada, y si la decisión es sancionatoria, (iv) se debe remitir el expediente en 
consulta ante el superior. 

  
6.1.2 Es un procedimiento disciplinario. En este sentido, al investigado se le deben respetar las 

garantías que el derecho sancionador consagra a favor del disciplinado, especialmente, la 
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prohibición de presumir su responsabilidad por el solo hecho del incumplimiento. Por lo tanto, para 
poder imponer la sanción, debe comprobarse la responsabilidad subjetiva de la persona o autoridad 

según sea el caso, lo que se traduce en una negligencia frente al cumplimiento de las órdenes de 
tutela. 

  
6.1.3 Ahora bien, el objetivo del desacato no es solo imponer una sanción, sino también el pleno 

restablecimiento del derecho fundamental que se encontró vulnerado. Esto significa que, su trámite 
afecta directa y definitivamente en la garantía del acceso a la administración de justicia de quien 

obtuvo un amparo tutelar. 
  

6.2 Esa última característica ha exigido diferenciar el trámite de cumplimiento de las sentencias de 
tutela frente al incidente de desacato. Sobre este punto, la jurisprudencia constitucional ha 

encontrado que aunque se trata de dos mecanismos diferentes, pueden ser tramitados de forma 
simultánea o sucesiva para lograr que el demandado ejecute la orden de tutela, por el impulso 

procesal inherente al trámite de cumplimiento, o bien como resultado del examen de la 
responsabilidad subjetiva del renuente. En palabras de la Corte, tales mecanismos se distinguen por 

lo siguiente: 
  

“i) El cumplimiento es obligatorio, hace parte de la garantía constitucional; el desacato 
es incidental, se trata de un instrumento disciplinario de creación legal. 

  
ii) La responsabilidad exigida para el cumplimiento es objetiva, la exigida para el 

desacato es subjetiva. 
  

iii) La competencia y las circunstancias para el cumplimiento de la sentencia se basan 
en los artículos 27 y 23 del decreto 2591 de 1991. La base legal del desacato está en 

los artículos 52 y 27 del mencionado decreto. Es decir que en cuanto al respaldo 
normativo, existen puntos de conjunción y de diferencia. 

  
iv) El desacato es a petición de parte interesada; el cumplimiento es de oficio, aunque 

  
v) puede ser impulsado por el interesado o por el Ministerio Público. 

  
vi) El trámite del cumplimiento no es un prerrequisito para el desacato, ni el trámite del 

desacato es la vía para el cumplimiento. Son dos cosas distintas el cumplimiento y el 
desacato. Puede ocurrir que a través del trámite de desacato se logre el cumplimiento, 

pero esto no significa que la tutela no cumplida sólo tiene como posibilidad el 
incidente de desacato.” 
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6.3 Así las cosas, el trámite de cumplimiento de una acción de tutela y el incidente de desacato 
son figuras jurídicas distintas, pero con un objetivo común, que es asegurar la efectiva salvaguarda 

del derecho fundamental protegido. Por ello, el juez constitucional puede adelantarlos de forma 
paralela, “y adoptar las medidas que considere necesarias para forzar la satisfacción de las órdenes 

de amparo, en ejercicio de las facultades que, con ese objeto, le concedió el Decreto 2591 de 1991.” 
  

6.4 Teniendo claro lo anterior, la Sala señalará, cuáles son los límites y las facultades del juez 
constitucional durante el trámite del incidente de desacato. 

  
En términos generales, la labor de la autoridad judicial consiste en verificar: (i) a quién se dirigió la 

orden; (ii) en qué término debía ejecutarla; (iii) y el alcance de la misma. Luego, con ese marco de 
referencia, debe constatar (iv) si la orden fue cumplida, o si hubo un incumplimiento total o parcial 

y (v) las razones que motivaron el incumplimiento. Esto último, para establecer qué medidas resultan 
adecuadas para lograr la efectiva protección del derecho” (sentencia T-280 de 2017) (énfasis 
agregado). 

 
 

ALCANCE Y COMPLEMENTO DE LA SOLICITUD 
 
PRIMERO: Notificar en debida forma y por este medio, el proveído anunciado mediante el 
telegrama nº 1206 y hacerme conocer, también por este medio, la documenta allegada por la 
accionada, ello para estar en oportunidad de acatar el requerimiento que me dirigiera el 
despacho en esa oportunidad.  
 
SEGUNDO: Declarar frustrado el trámite de cumplimiento de la sentencia de tutela 
adelantado por el despacho por no ser oportuna ni apta, la conducta de la accionada frente a 
las órdenes de la providencia de primera instancia impartidas al siguiente tenor:  

 
“SEGUNDO: En consecuencia, ORDENAR al representante legal o quien haga sus veces de la 
empresa Liberty Seguros de Vida S.A. para que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a 

la notificación del presente fallo, si aún no lo han hecho, proceda a dar  respuesta al derecho de 
petición elevado por el accionante el 26 de agosto de 2019, y a comunicársela en debida forma a 

la accionante. 
Del cumplimiento deberá informar de manera inmediata al juzgado.” 

 
TERCERO: Dar inicio formal al trámite incidental de desacato de conformidad con las 
disposiciones del Decreto 2591 de 1991 y la jurisprudencia de la Corte Constitucional: 
 



 
 
 

 

 
 Bogotá D.C. – Colombia – info@adcabogados.co 

…… 
 

ALEJANDRO DÍAZ CASTAÑO 
 Abogados  

19 

Lo anterior por cuanto mediante sentencia de primera instancia del 27 de septiembre de 2019 
su señoría ordenó a la accionada a (…) dar respuesta al derecho de petición elevado por el 
accionante el 26 de agosto de 2019, y que esta orden debía ser cumplida (…) dentro de las 
cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la sentencia. Por ello, las 
manifestaciones de los representantes de la accionad no son otra cosa que confesión de parte 
pues el cumplimiento debía acreditarse de (…) manera inmediata al juzgado, tal cual dispuso 
el señor juez.  
 
Que, en efecto, durante los días 31 de octubre, primero (1º) de noviembre y dos (2) de 
diciembre de los corrientes la incidentada remitió una serie de documentales con las que ha 
pretendido dar cumplimiento a la petición elevada el 26 de agosto de 2019. Documentales 
que son prueba del desacato de la accionada que estaría incurriendo en desacato de la 
sentencia de tutela del 27 de septiembre de 2019 y desatendiendo el requerimiento que le 
dirigiera el despacho mediante proveído del pasado 18 de octubre que mediante numeral 
primero (1º) le requirió (…) para que en el término de TRES(3) DÍAS, acredite el cumplimiento 
de la pluricitada sentencia de septiembre 27 de 2019.  
 
Es así como la accionada estaría desatendiendo también el requerimiento que le dirigiera el 
despacho mediante proveído del pasado 26 de noviembre que le requirió (…) para que en el 
término de las 48 horas siguientes a la comunicación de la presente providencia, (sic) se 
pronuncie (…) y acredite a este  el cumplimiento de la pluricitada sentencia de septiembre 27 
de 2019, emitida por esta sede judicial. 
 
A la fecha, la incidentada no ha permitido el acceso documental solicitado ya que lo que ha 
enviado es una serie de documentos ilegibles o incompletos. Documentales obrantes a partir 
del folio 45 hasta el folio 49, ilegibles. Documental obrante a folio 57, ilegible. La documental 
que obra en el folio 50 vuelto, es un certificado de vigencia del año 2002 pero de una póliza 
LATINVIDA de otra cliente. Es claro entonces que la accionada no ha respondido la expresa 
solicitud de mi mandante según le fuera elevada al siguiente tenor:  
 

“QUINTA.- Se solicita la garantía de los derechos que comportan el Régimen General de Protección 
al Consumidor Financiero, en especial, la materialización de los derechos de acceso a la 

información; consulta y reclamación de mi mandante, en el sentido de permitir el acceso y examen 
físico y expedición de copias, dentro del término de diez (10) días establecido por la Ley 1755 de 

2015, de todos los documentos que obren en el expediente o expedientes que, directa o 
indirectamente contengan información de la póliza de vida individual seguro de vida con ahorro y 

participación de utilidades nº 4482 anterior LATINVIDA PAGOS LIMITADOS 26994 que incluya las 
condiciones generales de la misma” (énfasis agregado).    
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En una respuesta suscrita el dos (2) de diciembre de 2019, la accionada ha dirigido una tabla 
con la relación de unas cifras que no obstante se inconsecuentes con LA PÓLIZA de mi 
mandante, esto es, con las proyecciones y rendimientos prometidos por la aseguradora, 
mismas que hacen parte del contrato suscrito entre las partes, no son suficientes para responder 
la solicitud que le dirigiera la consumidora financiera el 26 de agosto de 2019, así: 
 

“CUARTA.- Se solicita la garantía de los derechos que comportan el Régimen General de Protección 
al Consumidor Financiero, en especial, la materialización de los derechos a la información y a la 

educación financiera de mi poderdante mediante la expedición de un informe que dé cuenta de 
todos los movimientos o novedades desde su suscripción y hasta la fecha, junto con la relación 

detallada de las explicaciones, aclaraciones o justificaciones de naturaleza jurídica, comercial, 
técnica y financiera, de cada movimiento o novedad relativos a la póliza de vida individual seguro 

de vida con ahorro y participación de utilidades nº 4482 anterior LATINVIDA PAGOS LIMITADOS 
26994, dentro de la cual es tomadora mi mandante y LIBERTY SEGUROS DE VIDA S.A. la 

aseguradora” (énfasis agregado).  
 
En una respuesta del primero (1º) de noviembre (folio 103) la accionada ha concluido que la 
solicitud de explicaciones sobre la anulación unilateral de la póliza de mi poderdante es 
irrelevante dado que la misma se encuentra rehabilitada. Lo cierto es que la explicación sobre 
migración de datos entre plataformas no explica en nada -no atiende lo pedido- lo ocurrido, 
ya que la referida migración de datos y consecuente error tecnológico no coinciden con las 
fechas en que a la asegurada le expidieron las certificaciones anteriores, pero tampoco explica 
la razón por la cual, no se le dio esa respuesta oportuna ni las razones por la cuales no se le 
notificó sobre ese error tecnológico.  
 
Debo recordar al despacho que por la naturaleza de las funciones que desarrolla en el 
mercado colombiano, a la accionante le corresponde guardar soportes de todas las incidencias 
de este tipo. De modo que si se trató de un error tecnológico, por qué no se envío una 
notificación a la cliente? por qué no se le indicó eso cuando la asegurada pidió explicaciones? 
por que ahora no envío la accionada los soportes que den cuenta de dicho incidente? en qué 
momento descubrió el error y decidió rehabilitar la póliza de la accionante? Preguntas todas 
que han debido ser respondidas en atención de la petición SÉPTIMA de la petición del 26 de 
agosto de 2019. Transcribo:  
 

“SÉPTIMA.- Se solicita la garantía de los derechos que comportan el Régimen General de Protección 
al Consumidor Financiero, en especial, la materialización de los derechos de acceso a la 

información; consulta y reclamación de mi mandante, en el sentido de aclarar y definir el alcance 
de la comunicación enviada por Atención al Cliente el 15 de agosto de 2019, mediante correo 

electrónico y en los siguientes términos:  (…) Apreciado cliente, con el número de cedula y póliza 
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que indica registra que su póliza esta anulada con fecha  
23/10/2018 (…) (énfasis agregado).” 

 
Por todo lo anterior, resulta evidente que la accionada no ha acatado el fallo de septiembre 
27 de 2019. Corresponde, señora juez, a la luz de las disposiciones del ordenamiento de 
tutela, que la conducta de la accionada obtenga los resultados establecidos contra la 
sistemática la deslealtad convencional, contra la falta de aprecio por la justicia de tutela o 
contra la incisiva tendencia al error que han campeado en el caso de marras. En consecuencia, 
ruego  que se surta la notificación debida y acá solicitada; que se declare  frustrado el trámite 
de cumplimiento de la sentencia de tutela; y, que se dé inicio formal al  trámite incidental de 
desacato de conformidad con las disposiciones del capítulo V del Decreto 2591 de 1991.   
 
 

APORTE PROBATORIO 
 
1. Copia simple de la sentencia de tutela de segunda instancia del 18 de febrero de 2020 
proferida por el Juzgado Once -11- Penal del Circuito de Bogotá con Funciones de 
Conocimiento y que dá cuenta del incumplimiento de la orden de tutela del 27 de septiembre 
de 2019 por parte de la aseguradora.  
 
2. Copia simple del memorial del 28 de febrero de 2020, suscrito por SEGUROS BOLÍVAR 
para dar cumplimiento a la orden del Juzgado Once -11- Penal del Circuito de Bogotá con 
Funciones de Conocimiento. 
 
3. Copia simple del memorial del seis (6) de febrero de 2020, dirigido a SEGUROS BOLÍVAR 
para dar cumplimiento a la orden del Juzgado Once -11- Penal del Circuito de Bogotá con 
Funciones de Conocimiento. 
 
 
De la señora juez, 
 
 
 
 
JOSÉ ALEJANDRO DÍAZ CASTAÑO 
C. C. Nº 79.953.252 de Bogotá 
T. P. Nº 305.849 del C. S. de la J.  
 
 



RAD.: 2019-1530- COMPLEMENTA UN MEMORIAL Y APORTA UNAS PRUEBAS

Alejandro Díaz <adiaz@alejandrodiaz.co>
Fri 6 Mar 2020 1:08 PM

To:  Juzgado 61 Civil Municipal - Bogota - Bogota D.C. <cmpl61bt@cendoj.ramajudicial.gov.co>
Cc:  Tutelas <tutelas@segurosbolivar.com>; notificaciones@segurosbolivar.com
<notificaciones@segurosbolivar.com>; Leonor Morales Panqueva <leonortv3@yahoo.com>

4 attachments (3 MB)

RAD. 19-1530 - COMPLEMENTA UN MEMORIAL.pdf; 2020 021 SEGUNDA INSTANCIA20200225_09471879.pdf;
Seguros Bolivar0001.pdf; PÓLIZA LEONOR MORALES PANQUEBA - ACCESO Y PRÁCTICA PRUEBA.pdf;

Honorable Juez
RUTH JOHANY SÁNCHEZ GÓMEZ
Juez cuarenta y tres -43- de pequeñas causas y competencia múltiple de Bogotá 

Edificio Hernando Morales Molina Piso 14 – cmpl61bt@cendoj.ramajudicial.gov.co

E.         S.         D.

Con el respeto acostumbrado y en atención a la comunicación que informó la existencia de una
decisión dentro del trámite incidental de la referencia, misma que me fue imposible consultar dada
una irregularidad en su expedición y por la cual ingresó al despacho el pasado cuatro (4) de marzo
de 2020 -según me fue informado por la empleada de atención-, solicito se tenga en cuenta las
peticiones elevadas mediante memorial del 20 de diciembre de 2019, y de conformidad con la
prueba que se aporta del desacato de la accionada. El presente memorial se integrará al escrito
radicado mediante correo electrónico del 20 de diciembre de 2019.
  

MEMORIAL Y ANEXOS ADJUNTOS

--
ALEJANDRO DÍAZ
adiaz@alejandrodiaz.co
Cel. 312 358 8146

Violence is the last refuge of the incompetent. -Isaac Asimov
 
------------------
AVISO LEGAL. Este correo y la información contenida y/o adjunta al mismo es de carácter confidencial, exclusivamente
dirigida a su destinatario o a las personas autorizadas para recibirlo. Queda prohibida su copia, distribución o divulgación a
terceros sin la autorización previa y escrita del remitente. Si no es usted el destinatario de este correo y lo recibe por error,
se le pide hacerlo saber al emisor y proceder a su eliminación definitiva de su cuenta sin imprimirlo, copiarlo, o utilizarlo en

modo alguno.
 
LEGAL WARNING. This e-mail and the information contained and/or attached in it are confidential, exclusively addressed
to its recipient or the persons authorized to receive it. Any copying, disclosure or distribution to third parties, without prior
written authorization of the sender is prohibited. If you are not the intended recipient of this e-mail and receive it by mistake

please notify the sender and delete it without printing, copying or using it in any way.
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RADICADO: 2019--01530 
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;.,,• cMe pertto notificar1cmcdiane el presente instrumento, que pr puto de data once (11) de febrero de] 
r...ao doni1 veinte (2019), se dispuso tener por cumplido el fallo de tutela y por tanto no continuar con 

dl trámite del incidente de desacato. 
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